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lNTROOUCClON 

En el presente trabajo se exponen fundamentalmente dos cues 
tienes: La sentencia condenatoria en materia penal y la repara­
ción del daño determinada en esa sentencia: y con ello se anall 
zan las formas de relación entre ambas. al haber acreditado en­
la sentencia tanto la responsabilidad del sujeto como el cuerpo 
del del ita, se busca con la reparación del daño una relvlndic_il_­
ción hasta donde sea posible, de los derechos afectados del su­
jeto pasivo. 

Por ello iniciamos este trabajo con una remembranza de las 
leyes dadas en nuestro pa!s y que contemplan este tipo de sente~ 
cia. Teniendo un panorama general de el lo, se pasa al estudio -

lógico del porqué de Ja sentencia. ast como las consecuencias -
que se generan por el pronunciamiento de la misma, la indivt~u~ 

lizaclón de la pena y la obligación inmediata del sentenciado a 
reparar el daño ocasionado cc1n su conducta iltcita. 

Esta forma de responder por la conducta, es mediante la f i 
jación de una cantidad económica, y generalmente no se atiende­
al dano moral ocasionado a la victima, o erroneamente se trad~­
ce en una forma económica dicha reparación~ dejando a un Jada -
el sentimiento y dem~s formas subjetivas que se dan en el afec­
tado. y que no es posible valorar y mucho menos reparar median­
te el dinero, sin embargo, es la forma prAct\ca de entender \a­
reparación del daño moral. 

Por ello y teniendo como apoyo legal el pronunciamiento de 
la sentencia condenatoria, se puede exigir tal reparación, y en 
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este estudio. se pretende conocer tanto el dano moral como ffsl 
co y proponer formas m~s r~pidas y eficaces para reintegrar al­
ofendido a su patrimonio o moral una verdadera reparaFión. 

El objetivo del trabajo es que la persona que lo lea, en-­
tienda que la sentencia que se da condenando a una persona, es­
producto de un proceso 16gico-jur!dico y mediante el cual en -­
forma fehaciente se acredita la responsabilidad de tal lndividuo, 
y por tanto es de plena justicia la exigencia a dicha persona -
ya sea por parte del Estado o un particular, para que repare el 
da~o eficazmente, y que no se trata sólo de una cosa accesoria­
ª la sentencia y por tanto en condlc16n de hacerlo o no. 

De igual forma estudiar los mecanismos que han de efectua!'_ 
se para tal reparación y en su caso, hacer la proposición para­
hacerlos mas acordes a nuestros dlas. 

Espero que este trabajo colabore positivamente para una m! 
jor organización de nuestro sistema jur!dtco y de alguna forma­
ampl le nuestro conocimiento sobre el vasto campo del Derecho. 

El SUSTENTANTE 
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1.1 GENERALIDADES SOBRE LA SENTENCIA 

1.2 CONCEPTO Y CLASIFICACION 

1.3 REQUISITOS DE FONDO Y FORMA 

1.4 DIVERSAS LEYES QUE HAN REGULADO LA SENTENCIA 



1.1 GENERAL!OAOES SOBRE LA SENTENCIA 

La convivencia humana tiene múltiples facetas, y para regtr 
dicha convivencia, se hace necesariij la creación de reglas y no~ 
mas aplicables a la sociedad, a efecto de que en caso de una tra~ 

gresión a lo establecido. el indivi<luo o grupo de personas que -

trastoquen el orden, sean sancionados de acuerdo a su falta. 

Tales normas deben ser elaboradas de acuerdo a los valores mo 
rales y éticos de ese grupo humdno, apegadas a su idiosincracia­
y costumbres, asl como a su propia historia; por ello, 11 a pesar­
de la variedad de tiempos y lugares, se ha transmitido de Nación 

a Nación, de edad a edad, un principio general como patrimonio -
de la humana convivencia, el castigo a aquél los hechos que han -

sido vistos como infracción del orden social; principio que ha -
originado una serie de reglas, un número mayor o menor de preceE 

tos consagrados o por la cas·:umbre o por la ley''. 1 

Todos coincidimos en entender el castigo, como una forma de -

respuesta al mal causado ya sea al individuo o al Estado, e ini­

cialmente no se diferenciaba el agravio causado al particular o­

el Estado, sino que se atendia a reprimir al sujeto causante de­

su falta, e "históricamente tenemos que la T'esponsabilidad, entre 

los primitivos, no se consideraba estrictamente individual, ni -

siquiera exclusivamente humana. no consiste en una relación entre 

el sujeto y su acción, sino en un estado, en una impureza, atri­

buible tanto al hombre como a un animal, a una cosa: las formas­

primi tivas de venganza se parecian a las guerras, más que actos­

entre individuos, la infracción producida por un individuo de --

1. Pessina, Enrique. Elementos de Derecho Penal (traducción de 
Hilarión Gonzllez del Castillo}; revista de Legislación y -
Jurisprudencia. Madrid, Espaila. 1936. p. 1 



determinado '1 totem 1
' podrla ser vengada contra cualquier otro in­

dividuo del totem•. 2 

Pero dicha noción. como todo lo humanamente experimentado, 
pasó de ese estadio a uno de mayor desarrollo y entendimiento 

del hecho, identificando cada vez ma.s la causa y su consecuencia, 
formando as( una relación de sujeto-hecho-castigo, y apoyando -­
ese Derecho a sancionar, en las concepciones ideológicas y aún -
divinas que han prevalecido en cada periodo l1ist6rico, ast tene­
mos que "para Platón la pena se fundamentaba en el principio ex­
piatorio, por el ínter<?s de la comunidad y en nombre de la misma. 
como restitución necesaria del dano del delito. Y ~risl6teles -­

destaca el fin útil de la pena: El dolor debido a la pena ha de­

Igualar a la maldad de la acción del delincuente•. 3 

Coincidimos con las ideas anteriormente expuestas cte estos -­
grandes ·pensadores; ast como la necesidad ineludible de conservar 
a la Sociedad; y para ello la aplicación necesaria de las medidas 

que tiendan a ese fin; entendiendo que "desde las primeras asoci! 
clones humanas encontramos ya, hechos extra y antisociales, que­
ª su tiempo se convertirAn en extra y antijurtdicos. Son un des­
pi \farro de energla, son deslealtad para la Sociedad humana adul 
ta, pero son tan humanos como lo humano mismo••. 4 

Esta forma de entender el del Ita, la han experimentado los -­
hombres en todos los tiempos, porque algo que es universal e 
inherente al individuo, es el ideal de convivir en armonta con -
sus semejantes, sin controversia entre ellos, y por tal motivo -
han surgido corrientes ideológicas y filosóficas que atienden --

2. 

3. 

4. 

Soler, Sebastlan. Derecho Penal Argentino, T. 1 Editora Argen 
tina, S. A. Buenos Aires, 1961, p. 37 -
M~rquez Pi~ero, Rafael. Derecho Penal, Parte General, Edito­
rial Tri\ las, México, 19B6 p. 6B 
Carranc~ y Truji l lo, Raúl. Derecho Penal Mexicano, Parte Ge­
neral, Editorial Porrúa; México, t9B6 p. 15 



esta inquietud, y a través de el las las han tratado de explicar, 

y encontramos ''desde los m~s antiguos tiempos. que la Filosoffa­
reconoce la justificación del poder del Estado para castigar, -­
aunque la justificación de este Ius Puniendi haya tenido bases -
muy diversas. Y el criterio en el Derecho Romano, con su ejemplar 
sentido pragm~tico jurfdico, el Tus Puniendi se justificaba can­
ta ejemplaridad y correlativa intimidación al castigo••. 5 

Ya en el Derecho Romano se manejaba la inttmiddción al casti­

go, segl1n se desprende de lo anotado arriba; y dicha intimidación 
se hace a través de las leyes promulgadas al efecto, tenemos en­

tonces que existen ordenamientos Preventivos, diferenctandose -­
asf de los represivos, y es un avance al manifestarle al indivi­

duo que el no adecuar su conducta al acontecer social. lo harA -
acreedor a una pena -contenida en leyes represivas-. mismas •1ue­
también al conocerlas. lo detendr~n en su actuar. Esto encuentra 

refuerzo en el penSamiento e>presado por el Jurista Ital tano 
Pessina, quien refiere que '1 la prevención del mal jurfdico, es -

el conjunto de aquéllos medios que pone en práctica la Sociedad­

humana para obtener, en lo posible, que todos 1 ibremente rindan­

tributo a los principios del Derecho. Evitar los impulsos a deli!!_ 
quir, prevenir su eficacia por medio de instituciones encaminadas 
a la educación individual y social del hombre, es prevenir el d~ 

lito y luchar contra él, atacándolo en su ra!z. Difundir la cul­

tura, robustecer el sentido moral. procurar en lo posible lasa­
tisfacción de las legftimas necesidades del individuo, son medios 
eficac!simos para que el hombre se determine, no a delinquir, -­
sino a vivir según las exigencias de lo justo'1

•
6 

5. M~rquez Piñero, Rafael. op. cit. p. 68 
6. Pessina, Enrique. op. cit. p. 38 



La bOsqueda de conceptos apegados a la realidad, as! como la 
plena justificación para prevenir y sancionar un hecho antis~-­
cial. ha invocado tanto actitudes humanas como divina~; esto en 
virtud que han existido diversas formas de Dirección Estatal. -
donde han predominado en ocasiones lo humano y en otras to rel! 
gloso. por ello, a través de las diferentes etapas históricas -

en la conducción de la Sociedad, se tiene entre otros quehaceres, 

la obl igaclón/derecho de aplicar las normas de tipo criminal, a 
quien cometa una conducta punitiva, por ello. 11 la rel iglón cri! 
tiana incorporo el Derecho Divino a la función de castigar, CD!.!_ 

virtléndola en una potestad delegada del poder del supremo hac! 
dor, de suerte que el delito es un pecado. y la pena, una peni­

tencia. En la época medieval se justifica la venganza pObllca,­
para desembocar en el rigor mas extremado, y las penas se dif~­
renciaban en divinas, naturales, y humanas o legales. Er1 el Re­
nacimiento se considera que el delito lleva tacitamente la ane­
xa obligación de recibir el castigo 11

•
7 

De lo citado anteriormente, se desprende la justificación bu~ 
cada para el derecho a sancionar que posee el Estado, ya que é! 
te, como órgano regulador de la colectividad, es el Onico que -
realmente debe tener esa función, misma que llevarA a cabo a -­
través de las Dependencias correspondientes, y siempre dentro -
de un marco de legalidad y equidad; ya que no se concibe la fu~ 

ci6n de juzgar en manos de particulares, lo cual darla lugar no 
a una verdadera aplicación del Derecho, sino a un retroceso en­
las relaciones sociales. 

"Se justifica la aplicación de la pena estatal, ya que tiende 

7. M~rquez Piñero, R¡¡fael. op. cit: p. 68 
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a evitar un mal aún mayor que el mal que la propia pena encierra 

en st, ya que es un medio para alcanzar un ffn, consistente en­
la conservación de una comunidad social humana y el fortalecimien 

to del orden jurtdico de esa comunidad'1
•
8 En efecto. coincidi: 

mas en la regla de que toda acción corresponde a una reacción.­
y si se lleva al campo del Derecho Penal. la acción consistente 
en la realización de una conducta del ictuosa, merece como reaE_­

ción, ia api icación de una pena por parte de los órganos estat!!. 
les al infractor de la ley, derivamos entonces que ''la pena, e~ 

mo declaración de guerra al delito realizado, es la más alta m~ 
ni fes tac i ón de i a 1 u cha de 1 a sociedad humana contra e 1 interés 
individual, para asegurar el imperio del Derecho, lo cuai se -­

consigue cuando el castigo del delito representa la fuerza del­
Derecho mismo y tiene por ffn su reinado en la vida''. 9 

El Estado, al real izar la función jurfdica procesal-penal. -
debe poner énfasis en que ésta se lleve a cabo en forma correc­
ta. sin desvfos de especie alguna y en constante supervisión -­

tanto de los ordenamientos. como de los hombres encargados de -
ejercer tal función, ya que debe adecuarse a cada momento uno y 

otro en aras de una mejor saciedad; todo ello es necesario ya -
que en el ejercicio de esa facultad, al individuo se le hace -­
responder ante los demás por su conducta illcita, y esa respon­

sabilidad llega as! a su persona y sus bienes, hablando con e~­

to de su libertad y patrimonio, que son cosas apreciadas por -­

cualquier humano; por tal motivo ''se debe imponer penas que a -

la vez, constituyan una prevención general respecto a todos los 

hombres que pudieran estar propensos a incurrir en las mismas -

faltas, y una prevención especial para el delincuente a quien -

8. Mezger, Edmundo. Tratado de Derecho Penal T. l (Traduce ión de 
Ricardo C. Nuñez) C~rdenas Ed. y Dist. México.1957. p. 379 

9. Pessina, Enrique. op. cit. p. 39 
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se aplican y a quien se trata de corregir o adaptar a la disci­

plina que ha olvidado". 10 

Toda esa facultad otorgada al Estado y reconocida por los --­

miembros integrantes de la Sociead, para prevenir y sancionar -
los del !tos, haya su fundamento en el Derec110 Penal, según se -

desprende de los comentarios externados por diversos juristas.­
de tal forma que M~rquez Pi~ero manifiesta: 11 En sentido ol1jeti­

vo, el Derecho P~nal es el conjunto de normas jurfdicas establ~ 

cidas por el Estado que determinan los delitos y las penas; con 

cepto que encierra el fundamento del Derecho Penal positivo". 1r 

Para Carranc~ y Trujillo el Derecho Penal objetivamente cons! 

derado "~s el conjunto de leyes mediante las cu,1les el Estado -

define los delitos. determina las penas imponibles i1 los delin­

cuentes y regula ta aplicación concreta de Jas mismas a los ca­

sos de incriminación. Es una disciplina jurfdicd y social. por­

mirar a las violaciones de la ley, a Ja defensa de la sociedad­

mediante la pena y las medidas de seguridad y a Ja significación 

y valoración social y Jllrldica de la conducta humana". 12 

Manzini refiere al Derecho Penal como ••aqu~I conjunto de re­

glas de conducta sancionadas con el medio espec(f ico de la pena, 

que son el producto de la necesidad propia del Estado, de dar a 

la población una disciplina coactiva y una eficaz tutela, as( -

como de asegurar la observancia del mfnimo absoluto de moralidad, 

considerada como indispensable y suficiente para la segura y ci 

vi 1 convivencia en un determinado momento hisl6rico 11
•

13 

10. Vi 1 lalobos, Ignacio. Derecho Penal Mexicano, Parte General. 
Editorial Porrúa, México 1960 p. 17. 

11. MArquez Piñero, Rafael. op. cit. p. 11 
12. CarrancA y Trujillo, Raúl. op. cit. p. 17 
13. ldem. 



1 o 

En complemento de lo anterior y apoyando la función estatal 

de aplicar el Derecho, está el Derecho Penal subjetivo, ~ue -­

"es el Derecho de castigar ( lus Puniendi ), el Derecho del Est~ 

do a conminar la ejecución de ciertos actos o hechos (delitos) 

con penas. y en el caso de su comisión. a imponerlas y ejecu-­

tarlas. En esta noción se halla contenido el fundamento fi losó 

f i ca del Derecho Pena 1 11
• 

14 

Asf tenemos que actualmente nuestra legislación apl lea penas 

o medidas de seguridad, debido a que tanto el Derecho Penal e~ 

mo el Derecho Procesal Penal son aceptados y reconocidos por -
el conglomerado social, y reconocidds también son las institu­
ciones y tribunales encargadas de impartir justicia en nuestro 
paf s~ y que cualquier sentencia ha tenido antes un procedimie~ 

to observado en los códigos sustantivo y adjetivo penales; y -

como nuestro trabajo se orienta a la Sentencia, es conveniente 
expresar que ºse le llama Sentencia, derivtindola del término -
latino Sentiendo, porque el tribunal declara lo que siente. s~ 

gOn lo que resuelve en el proceso. En la acepción de la ley, -
Sentencia es la decisión final del proceso que se realiza al -
conc 1 u ir la insta ne i a" . 15 

Nosotros consideramos que si vivimos un Estado de Derecho -
debemos vivirlo realmente, y situ~ndonos en la l1ip6tesis de que 
alguna persona ha cometido algún l1echo que esté considerado c~ 
mo delito en nuestra ley positiva, ha de merecer una sanción;­

pero para la aplicación de esa sanción, se debe atender a Ios­
formulismos planteados en esa ley concreta, la que nos ser"iala­
que debe existir un juicio donde se pruebe el hecho imputado y 

14. M~rquez Piñero, Rafael. op. cit. p. 11 
15. Gonz~lez Bustamante, Juan José. Principios de Derecho 

Procesal Penal Mexicano, Ed. Porrúa, México p. 233 



mediante Sentencia condenatoria, señalar la responsabilidad del 
sujeto y su correspondiente sanción. De ah! la Importancia del­
pronunciamienlo de la Sentencia, y de la que nos referiremos en 
forma más amplia y detallada en los siguientes puntos. 
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1.2 CONCEPTO Y CLASIFICACION 

En este punto se citar~ inicialmente il algunos autores y su 
concepto de Sentencia, para tener un panorama am1>tio sobre el­
tema, empezaremos mencionando al Maestro Rivera Silva. quien -

se~ala que '1 la Sentencia es el momento culminanté de la activl 
dad jurisdiccional; en ella, el órgano encargado de aplicar -

el Derecho, resuelve sobre cu~l es la consecuencia que el Esta 
do seílala para el caso concreto sometido a su conocimiento''.16-

A su vez, Fenech considera que la Sentencicl ºes el delo pr~ 
cesa! del titular del órgano jurisdiccion•i consislente en la­
emi siOn del juicio de éste sobre la conformidcld o disco11formi­
dad de las pretensiones punitivas y de resarcimiento, en Stl C! 

so, con et Derecho material, y en la declaración de voluntad -

~el mismo sujeto de que se actúen o denieguen dichas pretensi~ 

nes como medio para garantizar la observancia del Derecho obj~ 

tivo 11
•

17 En esta definición encontramos una relación irnpl fe ita 
entre la conclusión de que el sujeto merece una pena, y de r!­
parar el da~o. manifestado en forma de resarcimiento; y para -

efectos de nuestro estudio, dicha def inlción coincide con nue1 
tros planteamientos de que como medida de justicia. se debe -­
obligar al sujeto sentenciado, a reparar el daño. 

Gonzi1lez Bustamante dice: 11 La Sentencia es. a la vez, un cl_<2. 

to de declaración y de imperio, en ella el tribunal. mediante­
el empleo de las reglas del raciocinio, declara en la forma y­
términos que las leyes estableeen, si el hecho atribuido a d!-

16. Rivera Silva, Manuel. El Procedimiento Penal, Ed. Porrúa. 
México. 1986. p. 298 

17. Fenech, Miguel. Derecho Procesal Penal, Vol. !!, Ed. Labor, 
Barcelona, Espa~a. 1960. p. 915 
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terminada persona reviste los caracteres del dedito y decretd­
la imposición de las sanciones o de las medidas de seguriclad -
que procedan 11

•
18 El autor se refiere aqut a la ga!"an~ta cte le­

galidad jur!dica, ya que cita que la pronunciación de toda Se'!_ 
tencia sera en la forma y t~rminos establecidos, cosa muy impo.!:. 

tante en toda sc:ie~ad actual. ya que as( se evitan abusos por 
parte de tos órganos administradores de justicia; de igual fo.!:, 

ma reconoce ta función de éstos, y la potestacl qL1e les asiste­

para juzgar y decidir. 

Por su parte. el jurista Ignacio Medina Limíl refiere que -­
'1la sentencia corresponde, formalmente, a una estructura legal, 

la determinación de esa estructura legal constituye un acto de 
valoración jurfdica. De aqu! resulta que el fallo viene a ser, 
en el sistema del orden jur!dico, la últimd y final interpret! 
ci6n de las esperanzas contenidas en el preAmbulo de la Const! 
tución, asegurar la justicia. promover el bienestar general y­
consolidar la seguridad interior 11 

.. 
19 

Este autor se dirige a resaltar los beneficios de tener un­
aparato jur!dico-estatal que satisfaga los intereses sociales, 
lo cual redundard en que la colectividad reconozca las inslil.!:!. 
clones y acepte las decisiones tomadas por las mismas. y est~­
debtdamente enterada de los alcances estatales en la promoción 
de justicia. 

Asimismo. el Maestro Garcla Ramtrez considera que el "modo­
normal de conclusión del proce~o es la sentencia, y ésta se da 
en calidad de resolución judicial que termina ld instancia, 

18, Gonz~lez Bustamante, Juan José. op. cit. p. 232 
19. Medina Lima, Ignacio. Breve Antolog!a Procesal 

Dirección General de Publicaciones, UNAM México p. 304 
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resolviendo el asunto principal co~trovertido•. 20 

Consideramos que tal concepto es m~s técnico viniendo de-
un eminente procesalista, conocedor tanto de la teorta como la 
practica penal, al referirse a la sentencia, lo hace con sohrie 
dad y sencillez que no necesita mayor explicación lo anotado -­
por é 1. 

De igual forma cita a Franco Sodi, quien define a l~ Sente! 
cia como ••ta resolución judicial que contiene Ja decisión del­
órgano jurisdiccional sobre la relación de Dere.cho penal plan­

teada en el proceso y que pone fln a la instancia''. 

Nosotros consideramos que la Sentencia penrJI "es un acto j~ 

rtdico procesal dictado por el Juez, derivado de su función -­
Jurisdiccional en donde declara y aplica el Derecho adjetivo -
al caso concreto, y lo hace condenando o absolviendo, según lo 

referido en la causa penal 1
'. La entendemos como un acto jurld! 

ca, porque genera efectos jurfdicos. y lo entendemos como acto 
procesal. porque se desarrolla en el proceso. esto en virtutl -
que las exigencias mismas determinan la formación de todo un -
orden jurldico. 

Señalaremos ahora las que consideramos principales en este­
campo: 

A) Absolutoria 
B) Definitiva 
C) Determinada 

20. Garcla Ram!rez, Sergio. Derecho Procesal Penal 
Ed. Porrúa, México. 1974. p. 435 



15 

D) Indeterminada 
E} Interlocutoria 
F} Condenatoria 

Hecl10 esto, daremos las caractertsticas de cada una. 

A} Sentencia Absolutoria.- En relaci6n a este tipo de Sen 
tencia, el maestro Gonz~lez Bustama11te se~ala que ''se funda er1-
ta falta de pruebas para comprobar que et delito ha existido a­
para fincar ta responsabilidad penal del acu"ado 00

•
21 

Rivera Silva indica por su parte: '1 La sentencia absolutoria 
debe dictarse en los siguientes casos: 

a) Cuando haya plenitud probatoria de que el hecho no consti-
tuye un illcito penal: 

b) Cuando hay plenitud probatoria de que et sujeto no es res-
ponsable; 

e) Cuando falta la comprobación de un elemento constitutivo -

del cuerpo del delito, o prueba de elementos que acrediten la -

plena responsabilidad; y 

d) En caso de duda". 22 

Nosotros consideramos que la Sentencia absolutoria debe dic­
tarse en los siguientes supuestos: 

a} 

b} 

21. 
22. 

Por falta de certeza de la existencia del hecho; 

Al comprobar plenamente que el hecho no es tf pico; 
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c) Duda en referencia .~~la causal !dad material; 

d) Cuando se acredita la eficacia de un ••pecto negativo del 

de 1 i to; 

e) En el caso de exitir duda respecto a la culpabilidad. 

B) Sentencia Definitiva.- Estimamos que la sentencia de-

finitiva es la que resuelve la cuestión planteada de fondo en­

e! proceso, pone fin d éste y ademas se dictd condenar1do o ab­

solviendo al procesado. 

Por su parte, Julio Acero indica que esta sentencia 11 es la 

calificación firme y total de las pruebas y esta decisión da -

fondo acerca de la culpabi 1 idad o inculpabi l 1<l•d consiguientes, 

son caracterfsticas exclusivas del fal Jo de lil causa y no pue­

den ser materia de ninguna otra resolución o 1nterloculor1a que 

anticiparra e invadirla el objeto de aquél". 23 

Incluso en jurisprudencia definida de la llonorable Suprema­

Corte de Justicia de la Nación se ha sostenido: "Por Senten­

cia definitiva en materia penal. se comprende la que rcsuelve­
ei proceso". Tomo XXXIV, plgina 285. 

C) Sentencia Determinada.- Por cuanto /1ace a esta senten 
cía, es la que determina o fija la sanción correspondiente, en 
los limites mlnimos y mlximos sei'lalados en la ley; se inspira­

en la Escuela Cilsica penal, en donde ¡¡ cada dei i to se le sei'I~ 

la la cantidad exa~ta de sanción. y aunque también se Loman en 

23. Acero, Julio. Procedimiento Penal. Ed. CaJiCd, Tomo l 
6a. Edición, Pu~bla, México; 1976 p. 187 
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cuenta tas circunstancias atenuantes o agravantes del hecho. és 
tas tienen un valor fijo en su sanción. 

D) Sentencia Indeterminada.- Jiménez de Azúa considera en 
relación a esta sentencia: 1'El sistema de penas determinadas a­
posteriori es aquél en virtud del cucll la naturale>za de la pena 

no se fija, sino en vista de la individualidad del reo a que se 

aplica, dependiendo de la enmienda civil y duración ele ésta en­

e! culpable". 24 

Julio Acero habla sobrfl la indeterminación y dice que ''consi! 
te principalmente en no fijar la duración de la pena impuesta.­
sino en imponerla por plazo indefinido en cuanto se requiere p~ 
ra la corrección del culpable, que deber'1 comprobarse para levan 
tar el casligo 11

•
25 

Con este tipo de sentencia, se supedita la duración de reclu 
sión del sentenciado al hecho determinante de que éste se encue~ 
tre totalmente apto para reintegrarse a la sociedad como un su­
jeto útil y totalmente readaptado. por lo que variando el tiem­
po de su readaptación. se deja indeterminado el tiempo de pena­
corpora l. 

Finalmente el maestro Oorja Osorno indica que ''la sentencia­
indeterminada consiste en no fijar la cantidad de sanción. sino 
que se señala un plazo indefinido suficiente para la resociali­
zación del delincuente 11

•
26 

E) Sentencia Interlocutoria.- Es la pronunciada por órga­
no jurisdiccional, en el curso del proceso. para resolver cues-

24. Jiménez de Azúa, Luis. La sentencia indeterminada, 
Ed. Tipogr~fica, Buenos Aires, Argentina, 1948. p. 136 

25. Acero. Julio. op. cit. p. 196 
26. Borja Osorno, Guillermo. Derecho Penal Mexicano, Parte 

General. Ed. Porrúa, Mé::ico, 1986 p. 525 
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tienes incidentales. Cabe hacer mención que nuestra legislación 
no le da la calidad de "sentencia" sino de 11 auto 11 y sólo Ja doE_ 
trina y algunas legislaciones extranjeras la identifi~d11 como -
sentencia. La palabra Interlocutoria proviene de las voces lat! 
nas tnter y locutlo. que significan ''decisión intermedia••. 

F) Sentencia Condenatoria.- Se ha dejado su resefia para -
el final de este punto, tratando de ser un poco m~s ampl los con 
este tipo de Sentencia, ya que el trabajo se dirige a ella, y -
diremos que se debe dar esta Sentencia, cuando ha quedado plen~ 
mente establecida y comprobada en sus extremos legales, tanto -
el cuerpo del delito como la responsabilidad jur!dica del o los 
procesados, determinando con ello senalar la aplicación de la -
sanción idónea y justa socialmente. 

Al hablar de una sanción justa socialmente, se hace referen­
cia a otro de los objetos contenidos en el Derecho Mexicano y -
de gran importancia porque restituye el orden jurtdico particu­
lar afectado, y es el de la Reparación del Oar1o. 

El jurista Fenech indica en alusión a esta sentencia, "es -­
aquella en la que se estiman las pretensiones deducidas por las 
partes acusadora~·. 27 

Por su parte Gonzalez Bustamante senala que ''la condenación­
del acusado es procedente, cuando la existencia del delito y la 
responsabi l ldad del agente se encuentran plenamente comprobados". 28 

Manzini abarca aún mas al decir: "Con estas sentencias reco­
noce e 1 juez e 1 fundamento y la reaz i b 11 i dad de 1 a pretensión -

27. Fenech, Miguel. op. cit. p. 569 
28. Gonz~lez Bustamante, Juan José. op. cit. p. 349 
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punitiva del Estado; hecha valer mediante la acción penal; de­
clara la culpabilidad; establece qué sanciones concretan la -­
responsabilidad del culpable; concede, cuando sea el caso. los 
llamados beneficios de la ley; aplica, si es necesario, las m! 
didas de seguridad y declara en los casos procedentes los efec 
tos civiles de la condena'1 .~ 

29. Manzini, Vicenzo. Tratado de Derecho Procesal Penal. 
Ed!Lorial Jur!dica Europa-América (Traducción de San 
liado Sentis Velendo y M. Ayerra Red!n. Buenos Aires, 
Argentina) 1942. p. 146 
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1.3 REQUISITOS OE FONDO V FORMA 

Tanto Doctrinaria como Leglstativamente se consi~era que 
la Sentencia contiene requisitos de Fondo como de Forma y por 
ello se harc1 una resena de los mismos. 

Los elementos de Fondo o sustanciales de la Sentencia son­
aquél los que "constituyen la decisión sobre el delito y la -­
responsabilidad. y el enlace entre el supuesto jur(dico y f(~ 
ticio y la consecuencia de Derecho que proceda 1'.~ 

Por su parte, el Maestro Rivera Silva indica al respecto: 
11 Los requisitos de fondo emanan de los momentos que animan a­
la función jurisdiccional y son los siguientes: 

1.- Oeterminaclón de la existencia o inexistencia de un deli­
to jur!dico. 

2.- Oeterminación de la forma en que un sujeto debe jur!dica­
mente responder ante la sociedad. de la comisión de un ac 
to, y 

3.- Oeterminación jur!dlca de la relación que existe entre un 
hecho y una consecuencia comprendida en el Derecho". 31 

Nosotros consideramos que al Dictarse la Sentencia, el Juez 
debe realizar una operación lógica jur!dica que servira para­
evidenciar si existe o no un il!clto penal, ello derivado de­
la plena demostración tanto de~ cuerpo del delito como de la­
responsabllidad penal, y con ello se podra establecer y call-

30. Garc!a Ramlrez, Sergio. op. cit. p. 437 
31. Rivera Silva. Manuel. op. cit. p. 433-434 
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ficar ese hecho comprobado, para la correspondiente aplicación 
de la consecuencia sefialada en el Derecho Positivo~ 

Consideramos que para desarrollar los puntos sobre el cuer­
po del delito y la responsabilidad penal debemos darle un enf~ 

que mAs profundo, se ha destinado en el siguiente capitulo un­
espacio mAs amplio al tema, as! como la individualización de -
la pena que es inherente a la Sentencia. 

En cuanto a los requisitos de Forma de Sentencia, son dete~ 
minados por los articulas 92 del Código adjetivo del Fuero Co­
mún y 94 y 95 del Fuero Federal, donde indican que las Senten­
cias contendrán: 

l. La fecha en que se pronuncian; 

JI. El lugar en que se emiten; 

lll. La designación del Tribunal que las dicta; 

IV. Los nombres y apellidos del acusado, su sobrenombre si­
lo tuviere, el lugar de nacimiento, su edad, su ocupa-­
ción, oficio o profesión y su estado civil; 

v. Un extracto breve de los hechos conducentes a la resol! 
ción; 

VI. Las consideraciones y los fundamentos legales de la Se!! 
tencia; 

VI l. La condenación o absolución que proceda, y los demAs -­
puntos resolutivos correspondientes, y 

VI 11. Finalmente debe insertarse la firma de la autoridad que 
la dicta (articulo 74 del Código de Procedimientos Pen~ 
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les para el Distrito Federal). 

Dichas formalidades seran detalladas a conttnuaclóp: 

A) En cuanto a la fecha, se har4 constar en forma precisa por­
dfa, mes y ano, en número y letra y sin abreviatura, siguien­
do las formalidades cronológicas. 

B) También se indicara el lugar donde se encuentra asentado el 
Tribunal que conoció de la causa. ello como reconocimiento­
de jurisdicción y que cualquier impugnación se J1aga en el -
mismo lugar. 

C) El tribunal que ha conocido del juicio y dictado la Senten­
cia, debe indicarlo en el texto de ésta, reconociendo su -­

. competencia para juzgar y decidir, y asentar sus justifica­
ciones procesales jur!dicas para ello. 

D) Enseguida se señalara contra quién se siguió el proceso an~ 
tanda nombre o nombres, apodo, originario, edad, estado ci­
vil, JnstrucciOn, ocupación e ingresos económicos al momen­
to de su detención, lo que ademas debera estar comprobado -
en el proceso, mediante estudios y registros del mismo. 

E) Una relación concisa de los hechos y que van a servir para­
motfvar la resolución que se Lome, esta resena no contendr4 
apreciaciones del Juzgador. 

F) Las consideraciones y los fundamentos legales son conocidos 
como 11 Considerandos 11 y ''Resultandos'' y los mismos se encua­
dran en los requisitos de fondo. 

G) La orientación del tribunal ~obre si condena o absuelve as! 
como de otros puntos resoiutivos, debe tener sustento en --
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todo lo contenido en el proceso, acreditado tanto a favor como 
en contra del sujeto sometido a proceso, y por el lo la Senten­

cia va a ser el resultado lógico de la valoración jur!dica y -
humana, y tal determinación podr~ pronunciarse en ambos senti­
dos, condenando en lo principal y absolviendo en lo accesorio: 
o absolviendo en lo principal y condenando en lo accesorio. y­
además especificar~ formas, términos, montos y disposiciones -

para el exacto cumplimiento de la Sentencia, por el lo se dan -

los puntos resolutivos. 

Finalmenle cabe decir que deberá ser escrita en español, s! 
guiendo además la forma mecanogr~fica indicada para todas tas­
actuaciones judiciales, y que también señala el código penal -

adjetivo; firmando al final el Juez y Secretarlo que autoriza, 

y senalando el término que tiene el Sentenciado y los demas in 
teresados para oponerse a la resolución. 

El jurista Sergio Garcta Ramtrez se~ala que ''Los elementos­
forma les de la Sentencia son: Constitución y votación legales­

de los órganos colegiados, constancia del lugar y fecha en que 

se pronuncie; tribunal que la dicta; generales del acusado; e~ 

tracto de los hechos conducentes a la resolución, conslderaci~ 

nes y fundamentos legales pertinentes y condena o absolución,­
as! como de los demas puntos resolutivos; firma del juzgador -
que proveyó y de su Secretario, o a falta de éste, de testigos 

de asistencia, y prevención sobre amonestación del reo, cuando 
venga al caso una sentencia condenatoria 11

•
32 

32. Garc!a Ram!rez, Sergio. op. cit. p. 437 
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1.4. DIVERSAS LEYES QUE HAN REGULADO LA SENTENCIA 

En nuestro pats se han dado diversas disposiciones en ma­
teria criminal. y aún cuando no propiamente fuero11 l~amadas -­
Sentencias en el Derecho precortesiano, las pl~nJs aplicadas -­

por los diferentes pueblos tuvieron esa sigr11ficación y eJempl! 
ridad para conservar a la sociedad, y el conocimiento de las -
mismas nos ayudara a entender la evolución c¡ue l1a /1abldo en Mé 
Xi CO. 

Antes de la llegada de los Españoles, en el México Precolo!'_! 
bino existió el Código Penal de Netzahualcóyotl, que regla en­
el pueblo de Texcoco, 11 y se estima que según él. el Juez tenia 

ampl la libertad para fijar las penas, entre las que se contaban 
principalmente las de muerte y esclavitud, confiscación, des-­
tierra, suspensión o destitución de empleo y hasta prisión en­
carcel o en el propio dorniel I io"~3 

La sentencia deberla de dictarse antes de 80 d!as de haber­
iniciado el proceso. siendo dictadas éstas por ltndnimidad o m! 
yor!a; siendo estos fallos apelables ante el Rey, quien aslstl 
do por 2 jueces o 13 nobles, sentenciaba en ddinitlva. Cada -
12 d!as el Rey celebraba una junta con jueces por resolver las 
cosas graves, y cada 80 dlas, los juzgadores de las provincias 
se reunfan con aquél para acordar las Sentencias en asuntos en 
que por su cuant!a o gravedad no estaban en su jurisdicción. 

Entre los Aztecas, el Rey era la mayor autoridad Judlclal,­
QUien delegaba sus atribuclone~ en un Magistrado supremo dotado 

33. Carranc.1 y Trujillo, Raúl. op. cit. p. 110-111 
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de competencia para conocer de las apelaciones en materia cri­
minal, este Magistrado supremo a su vez, delegaba atribuciones 

en otros magistrados para ejercerlas en un número de habitan-­
tes, estos Magistrados eran los encargados de los asuntos civl 
les y criminales. El Magistrado Supremo era quien decid!a en -
forma definitiva. 

Entre los Mayas la jurisdicción resid[a en el Ahau, siendo 

administrada la justicia en un templo que se encontraba encla­

vado en la plaza pública, los juicios se ventilaban en una in~ 

tancia, no teniendo la Sentencia que recata, recurso alguno. 

La época colonial en nuestro paf s se caracterizó porque las 
instituciones y cuerpos legislativos que estuvieron vigentes -
fueron un trasplante de los que reglan en Espa~a. Diversos --­
cuerpos de leyes, como la recopilación de las Indias, las Sie­

te partidas, la Nov!sima recopi !ación y otras m~s. establee!~ 
ron disposiciones procesales. pero en realidad no existla un -
grupo de normas organizadas para regular el procedimiento en -
materia criminal, pues aunque las Siete partidas, de manera -­
m~s sistem~tlca pretend!an establecer los preceptos generales 
para el mismo, al estructurar el procedimiento penal en el siE._ 
tema de enjuiciamiento de tipo ir1quisitorio, resultaban confu! 
didas las disposiciones de car~cter eclesi~stico, profano y -­

real. 

'
1Distintos tribunales apoyados en factores religiosos, eco­

nómicos, sociales y pollticos, pretendieron encauzar la condus_ 
ta de indios y españoles. Para la persecusión del delito en --
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sus formas especiales de manifestación y para aplícar las san­
ciones pertinentes se implantaron el Tribun•l del Santo Oficio 

la Audiencia, el Tribunal de la Acordada, Tril>unales especia--
les para juzgar .:; ius vagos y muchos otros m:is"~ · 

Previas las frases sacramentales en que se invocaba al ere~ 

dor y al rey de España, el Juzgador dictaba su Sentencia, y ya 

se consagraba el principio de que en caso de duda se debla ab­

solver de la instancia. 

Al consumarse la Independencia, sobrevinieron diversos cuer 
pos legislativos con el propósito de mejorar la administración 

de justicia, pero ia aplicación de las leyes era adversa, deb.!_ 

do a la inestabilidad polltica que se vivla en esos tiempos, -

así como los conflictos dados con otros paises, por lo que las 
leyes promulgadas no ten[an una vigencia efectiva, y una tras­
otra se sucedtan y hactan que prevalecieran contradiccfones -­
entre el las. 

El 15 de Septiembre de 1880, el General Porfirio Olaz exp.!_ 

dió el Código de Procedimientos que vino a completar al Códi­
go Penal del 7 de Diciembre de 1871, obra ésta dei Jurista -

Antonio Martlnez de Castro; sin embargo aquél fué prontamente 

derogado por un nuevo Código Penal ajetivo que se expidió el-

6 de Junio de 1984, y "aunque no difiere en el fondo de su -

doctrina y en sus tendencias, trató de equilibrar la situa--­

ción del Ministerio Público y la Defensa, para que ésta no -­

tuviera un plano de superioriciad frente al Ministerio Públi­

co, debido a que el Código de 188D permitla al Defensor modif.!_ 

34. Colln S~nchez, Guillermo. Derecho Mexicano de Procedimien­
tos Penales. Ed. Porrúa. México, 1986. p. 36-37 
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car libremente sus conclusiones ante el jurado. En cambio1 el 
Ministerio Público estaba obi igado a presentarlas desde que la 
instrucción estaba concluida, y sólo por causas supervenientes 
podía hacerlo, de tal manera que en la mayor parte de las oca­
siones el Ministerio Público iba ante el jurado sin saber a -­
qué atenerse 11 ~5 

Respecto a la Sentencia s~~alaba que deberla contener lugar 
dfa, mes y aílo en que se pronunciaba; hechos declarados por el 
jurado; fundamentos legales bajo el término de 11 considerandos'' 
los fundamentos de hecho y de Derecho correspondientes a la -­
acción civil, y la condenación o absolución en la parte gene-­
rai y en la parte civil; la firma del Juez y del Secretario o 
testigos de asistencia; manifestando asimismo que la sentencia 
sería notificada a las partes dentro de Jas 24 horas siguien-­
tes a su pronunciación. 

Posteriormente, en el ano 1908 se expidió el Código de Pro­
cedimientos Penales en materia Federal, que sigue como patrón 
el Código anteriormente citado. 

La ley adjetiva del fuero común de 1929, vino a sustituir a 
la de 1894, pero su vigencia fué sólo de 2 anos, ya que en 1931 
se promulgó un nuevo Código de Procedimientos Penales, que es 
el que actualmente nos rige en el Dis~rito Federal en materia­
común. Respecto a la materia Federal, en 1934 se promulgó otro 
código que sustituyó al anterior, y es el que se encuentra vi­
gente. 

35. ldem. p. 58 
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El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 
se refiere a la Sentencia en el articulo 71, y la entiende como 
resolución judicial e indica: ''Sentencias, si terminan la ins-­
tancia resolviendo el asunto principal controvcrtido 11

• 

Enseguida, en el articulo 72 nos indica la formalidad c¡ue -­

debe tener la Sentencia cuando se dicta, en estos dos artlcu­
los encontramos el fundamento legal dado a los jueces y tribun~ 

les para resolver los procesos penales. 
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CAPITULO SEGUNDO 

LA SENTENCIA CONDENATORIA 

2.1 ASPECTOS DE LA SENTENCIA CONDENATORIA 

2. 2 COMPRODAC ION DE LA RESPONSAD I Ll DAD 

2. 3 COMPRODAC ION DEL CUERPO DEL DEL! TO 

2. 4 EFECTOS DE LA SENTENCIA CONDENATORIA 
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2.1. ASPECTOS DE LA SENTENCIA CONDENATORIA 

Existe en nuestro Derecho Positivo una regulación tanto de 
hechos como de leyes, adecuando cada situación al marco legal, 
por ello al existir un proceso penal, la conclusión de éste, la 
Sentencia, encuentra su fundamento en el articulo 16 Constitu-­
cional, mismo que indica en su parte relativa: "Nadie puede ser 

molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesio­
nes, sino en virtud de mandamiento escrito de la a11torida1l com­
peter1te que funde y motive la causa legal del procedimiento''. 

Es as[ como el maestro Gonz~lez Bustamante indica que 11 el O! 
recho Penal no se real iza solamente con la descripción de los -

delitos y la fijación de las sanciones o medidas de seguridad;­
es el proceso penal el que le sirve de instrumento para su def! 
nición y a nadie puede condenársele, sino mediante un juicio -­
norma 1 11 ~6 . 

Esta motivación para la Sentencia es una garanl!a real y efi­
caz para las partes, y una necesidad para el pueblo, para que -
confie en los Juzgadores: a la vez que constituye uno de los -­
medios para evitar las arbitrariedades o injusticias al permi-­
tir la revisión por parte del tribunal superior en la vta de -­

apelación. 

Sigue expresando el maestro GonzAlez Bustamante. a quien nos 
adherimos en sus conceptos, por la lücidez que da al tema, y el 
mismo se~ala que ''en las relaciones derivadas de la violación -

de un Derecho en que se afectan 1os Intereses de la Sociedad, -

36. GonzHez Oustamante, Juan José. op. cit. p. 4 
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el Estado no puede legalmente ejercitarlos sin sujetarse a las-­
formas procesales. ocurriendo ante los órganos competentes. La -
Ley penal no puede aplicarse a priori. tampoco puede aplicarse -
sin la observancia de las formalidades esenciales del procediml­
ento11~7 

Todo ello constituye una garanL(a de seguridad jurtdica para 
los gobernados, ya que toda Sentencia ha de apegarse a los l ine~ 
mientas legales estdblecidos. y siguiendo esta corriente. Igna-­

cio Medina Lima cita a Eduardo J. Couture, quien a su vez expre­
sa: ''La Sentencia es la justicia del caso concepto, dictada de -
acuerdo con las previsiones de la ley. El··Juez tiene el deber de 

ser fiel al programa legislativo y el orden jurfdico presente no 

.tolera, por razones de polftica muy claras, que el Juez se eman­

cipe de las soluciones de la ley, y se lance con su programa --­
legislativo propio"~ Aquf ya se lanza la formalidad jurfdica con 

la persona del Juzgador y su actuar, donde se aprecia que éste -
debe tener en cuenta en primer término, que debe guiarse por la 
legislación y textos de Derecho para la buena aplicación y reso­

lución del proceso, y aún cuando en la motivación de la Senten-­
cia el Juez expone los argumentos que Jo llevan a la convicción 
de admitir o excluir a determinados hechos del proceso, y de 

otorgarles o no determinadas consecuencias de Derect10, tiene --­
siempre que sujetarse al Derecho vigente. 

En la Sentencia, el juez va a determinar el enlace de una co~ 

dición jurfdica, con una consecuencia jurfdica; y sobresalen 3 -
momentos: ''Uno de conocimiento, otro de-Juicio y otro de voluntad 
El momento de conocimiento consiste en la labor que realiza el -

37. Idem. p. 
38. Medina Lima. Ignacio. op. cit. p. 306 
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Juez para conocer qué es lo que jurldicamente existe, qué hechos 

quedan acreditados a través de las reglas jurfdicas; la inter--­
pretación o juicio es una función exclusivamente lógica, en la -
que el juzgador, por medio de raciocinios determin<1 el' lugar que 

corresponde al l1echo jurldlcamenle comprobado; el momento de vo­
luntad se ubica en la actividad que realiza el Juez al determi-­
nar cual es la consecuencia que corresponde al l1ect10 ya clasifi­
cado, dentro del marco que la ley establece"~9 

Entre los aspectos que observa la sentencia, se encuentra el 
de la estricta sujeción legal, y es la referida a que la Senten­
cia debe externar un riguroso ajustamiento a la ley. En m.:iteria 

penal no caben transacciones, condenaciones en parle o por analo 
gta, ni resoluciones discrecionales o por meros principios del 
Derecho. 

"Desde luego la doble doctrina del "nul Ium crimen sine lege 11 

y ''nulla poena slne Iege'' tiene entre nosotros su m~s estricta -
aplicación. ya que nadie puede ser castigado sino por hechos --­
exactamente previstos y calificados de antemano por la ley como 

del ictuosos, aunque tales actos constituyan la peor inmor,11 idad, 

o demuestren la m~s grande temibi 1 idad y amenaza social de su -­

autor; aún condenando a un individuo por su del ita, no puede --­
serlo sino a la pena especial señalada para el caso por el Códi­
go .. ~o 

Otra de las caracterfsticas de la Sentencia. es que se l1a de 
indicar en forma precisa si se absuelve o se condena, encontran­
do el fundamento legal para el lo .. el articulo 23 Constitucional, 

39. Rivera Silva, Manuel. op. cit. p. 299 
40. Acero, Julio. op. cit. p. 190 
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et cual señala en su parte relativa que nadie deber~ s.er juzgado 

dos veces por el mismo delito. y el mismo indica que queda abol! 
da la pr~ctica de absolver de la instancia. 

Asimismo, conclusiones Ministeriales y Sentencia son correla­
tivas, ya que ''si las conclusiones del Ministerio Público sena-­
tan camino y limite para la condena, huelga decir que la senten­
cia condenatoria no puede ser por delito distinto al que se re-­

fieren las conclusiones, ni puede excederse en la penalidad de -
los limites invocados también en las propias conclusiones. En In 
Sentencia condenatoria se presenta el capitulo de ta reparación 
del dano, que tiene en nuestro Derecho el car~cter de pena públi 
ca, cuando es exigida al tlelincuente 11 ~ 1 -

Ellos nos lleva a hablar de ta exactitud de la sanción, que -

se refiere precisamente a que la Sentencia condenatoria ''debe -­
puntual izar de modo preciso y forzoso además de la clase. el --­
término de las sanciones que imponga. No ~ola cómo se debe suje­

tar a la expresión legal en cuanto a la punibi 1 idad de los hechos 

y calidad de la pena, sino que la duración de esta misma, no --­
podr~ traspasar los términos m!nimo y mlximo fijados por el Cód~ 

go; por otra parte tal duración deberl fijarse pormenorizadamen­

te en anos, meses y dfas 11 ~2 

Por otra parte, también debe existir la congruencia en la --­
Sentencia condenatoria, y ésta se va a referir a que debe estar 
acorde al delito imputado al proc.esado por parte del MinisteriJ -

Público, ''por tanto, no se le puede condenar por delito distinto 
al señalado en el auto de formal prisión, y que corresponde al -

41. Rivera Silva, Manuel. op. cit. p. 301 
42. Acero, Julio. op. cit. p. 192 



34 

al examen que fué materia del proceso; por lo que toca a los de­

l itas, se comprende que no puede sentenciarse sobro~-los··ajenos 

a la causa cuyo objeto se previene al reo, ni tds[fgaFS·e-"O -con-­

trovertirse los que no hayan sido propuestos y perseuu1do~ por 
el depositario de la acción penal" 43 ya que si el Juez lo hace, 

falta a la verdad y a la precisión legal, castigando por_ elemen 

tos jurldicos distintos de los que existen. 

Todo lo cual es con la finalidad de que el sentenciado no qu~ 

de colocado en estado de indefensión, al no saber con exacti Lud 

por qué delito debe presentar él o su defensor sus conclusiones 
y defensas, pero al estar definido el delito en el proceso, que­

da delimitada al accionar de las partes. 

La sentencia condenatoria debe mencionar genéricamente la pe­
na que el condenado debe sufrir y que se ha determinado como ade 
cuada, asl como relacionarse las medidas respecto a su ejecución 

la imposición de consecuencias accesorias no criminales. 

"El esp!ritu de la Sentencia se entiende porque los intereses 

del individuo y de la comunidad, no giran en torno a que el acu­

sado debe pagar dinero o sufrir tantos d!as de prisión, sino 

principalmente en torno al car~cter jur!dico del hecho"'!'! 

Tenemos también como caracterf stica de la Sentencia condena-­
toria y como garant!a de legalidad, el aspecto de la claridad -­

en la Sentenia, la que se refiere a que ésta debe dictarse sin -

ambigüedad o contradicción alguna, en lenguaje sencillo y enten­

dible, sobre todo en la parte reSolutiva de esd sentencia, con--

43. Acero, Julio. op. cit. p. 194 
44. Bel ing, Ernest. Derecho Procesal Penal, Ecl. Labor. Barcelona 

España. 1943. p. 175 
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tra la oscuridad o contradicción de la sentencia. ''se da en el 
Estado el recurso especial de Aclaración de Sentencia, que no 
existiendo en otros códigos, se suple por el de apelaci6n 11 ~5 

Se hace notar finalmente que toda sentencia condenatoria tie­
ne una justificación jurtdica, es la conclusión lógica del pro­
ceso planteado, y el maestro Rivera Silva indica que 1'para dic-­
tar Sentencia condenatoria se necesita la comprobación plenaria 
del cuerpo del delito y de la responsabilidad del sujeto, eleme~ 
tos que acreditados, en esencia justifican la procedencia de la 
acción penal, o lo que es lo mismo, declaran existente el Oere-­
cho del Estado para que se castigue al delincuente en un caso -­
concreto'1~6 

45. Acero, Julio. op. cit. p. 194 
46. Rivera Silva, Manuel. op. clt. p. 301 
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2.2 COMPROBAC!ON DE LA RESPONSABILIDAD 

La comprobación de la responsabilidad penal tiene una natu­
raleza procesal, y constituye uno de los presupuestos de fondo -
que nos van a permitir dilucidar la situación juridica del pro-­
cesado. 

"El criterio fundamental para determinar la responsabilidad -
penal es el da~o causado a la Sociedad, la pena no liene final i­
dad vindicativa. ni tiende a anular el delito cometido; su fina­
lidad es preventiva. se trata de impedir que el reo cometa nue-­

vos delitos y evitar la imitación por lo dem('s en el futuro••~7 

A su vez el maestro Rivera Silva indica que la responsabili-­

dad penal del individuo se entiende como ''la obligación que tie­
ne el sujeto a quien le es imputable un hecho, de responder del 
mismo, por haber actuado con culpabilidad y no existir causJ le­

gal que justifique su proceder o lo libere de la sanción". y ci­
tando a Cuello Calón, éste se refiere a la responsabilidad penal 
e indica que 11 es el deber jurídico en que se encuentra un indiví 

duo Imputable, de dar cuenta a la Sociedad del hecho imputado"~-

Con estas acepciones nos damos cuenta que es 11rec1so tleJdr -­

bien ~!aros los términos Responsabilidad, imputabilidad y culpa­
bilidad. ya que aún cuando pudiesen entenderse como sinór1imos, -

su significado es diferente, y existe una relación entre los lé~ 

minos. ya que ºa la vez la responsabilidad corresponde a la cul­

pabll idad, como forma de actuación, creando el enlace juridtco -
real y concreto entre el culpable y el Estado; en este último --

47. Márquez Piñero, Rafael. op. cit. 
48. Rivera Silva, Manuel. op. cit. 

p. 69 
p. 167 
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sentido, se alude a la imputabi 1 id ad y a la culpabl 1 idad como -­

parte integrante de la responsabilidad penal, permitiendo al ór­

gano jurisdiccional declarar que el imputable obró culpablemente 
y por el lo se hace acreedor a las sanciones sena ladas por Ja ley 

y las consecuencias propias de éstas 11 ~9 

Indicaremos inicialmente que imputar a alguien un hecho signl 
fica afirmar, en primer término, que aquél a quien se imputa, ha 

sido Ja causa eficiente¡ a quien obedece de manera irresistible 
a otra fuerza que lo impulsa. no puede impuUirsele el hecho que 

ocasiona, porque no t1a sido Ja causa eficiente; de esta manera, 
la imputabilidad es antecedente de la responsabilidad, y si en -

el lenguaje revisten Ja misma figura y una no puede existir sin 
1 a otra, la responsabi I idad se entiende en el sentido de que po­
demos responder de los hechos que nos son imputables, ya que los 
hemos ejecutado y por eso estamos en la obligación de sufrir las 
consecuencias legales. La imputación significa Ja alribuci6n 
hacia la persona del sujeto, de un determinado acto u ami sión -­
que lo ha causado en forma dolosa o culposa. y esa atribución o 
senaJamiento del hecho hacia una persona, concretiza la imputílb! 
lidad y da lugar a considerar la responsabilidad y la culpabi1i­

dad, siguiendo un nexo causal. 

Ahora hablaremos propiamente de la responsabilidad penal y -­

diremos que como elemento de motivación J0gal para el pronuncia­
miento de la Sentencia, éste debe encontrarse comprobado de una 
manera plena, -en el auto de formal prisión sólo se establece de 
un modo presuntivo- ya que en caso contrario no hay lugar a dic­
tar sanción alguna en contra del Sentenciado. 

49. Rosas Romero, Sergio. Consideracions Jurldicas en torno al 
corpus Delicti. UNAM. ENEP Aragón, Coordinación de Derecho, 
México, 1986 p. 18-19 
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Para que se acredite y quede comprobada dicha responsabilidad 

nos permitimos citar !o considerado por la Suprem~ Corte de Jus­
ticia de la Nación, que indica: 

11 Para que una conducta antijurfdica sea reprocl1able al agen-­
te culpablemente, es necesario que se acredite el nexo de causa­
lidad que existe entre el comportamiento desplegddo por el impu­

tado y el resultado ulterior. Es decir, no basta que una conduc­

ta sea típica y antijurfdica para que la misma sea reproc/1able 
al agente. pues para que el lo sea asr, se requiere que éste sea 

culpable". Amparo Directo 3588-58 López Alvarado, lo. de Septi-

embre de 1958, 5 votos. Ponente Licenciado CllicotJoerne; Volúmen 

XV Segunda parte, p~gina 148. 

En el mismo sentido se pronuncia el jurisld Gonzalez nustama! 
Le, e indica que "En la declaración sobre la existencia t.Je la -­

responsabilidad penal, los tribunales, según las circunstancias, 

deben observar el principio In dubio pro reo; en tanto no se de-­

muestre de una manera fel1aciente e indiscutible que una persona 

cometió el delito que se le imputa, debe tenérsele por inocente 11 !?0 

Citaremos enseguida el nexo causal necesario pdrd la respons~ 

b i 1 i ad pena 1 del sujeta, y de acuerdo a lo sus tentado por nues-­

tro mhimo tribunal. 

RESPONSABILIDAD PENAL, NEXO CAUSAL. El hecho delictivo, en su 

plano material, se integra tanto con la conducta como por el re­

sultado y el nexo de causalidad entre ambos. La conducta por su 

parte, puede expresarse en forma· de acción (actividad voluntdría 

5D. Gonz~lez Bustamante, Juan José. Op. Cit. p. 236 



39 

o involuntaria) y de omisión, comprendiendo esta última la llam~ 

da omisión simple o la comisión por ornisión. La teoria general-­
mente aceptada sobre el nexo de causalidad es la denominación de 

la equivalencia de las condiciones, la cual se enuncia diciendo 
que Causa es el conjunto de condiciones positivas o negativas -­
concurrentes en la producción de un resultado, y siendo las con­
diciones equivalentes, cada una de el tas adquiere Ja categorta -
de causa y si se suprime una condictón, el resultado no se prod,!!. 

ce. Basta pues suponer hipotéticamente suprimida la actividad -­
del acusado para comprobar la existencia del nexo de causalidad, 

pues si se hubiese negado a realizar la maniobra prohibida, evi­
dentemente el resultado no se hubiera producido. Amparo Directo 
6619/58 Baldomero Berna Rangel, 1B de /\gasto de 1959, 5 votos. -

Ponente Lle. Carlos Franco Sodi.- Volumen XXVI Segunda parle, -­

p~gina 134. 

Por lo anotado se afirma que el tribunal debe acreditar como 
presupuestos la conducta típica o l1ecl10 para poder se~alar que -

existe responsabilidad de parte del imputado, debiendo de esta -

forma hacer el complemento entre la conducta, el resultado y la 

responsabilidad. 

En esta tarea de enlace de la conducta-resultado-responsabill 
dad, se debe evidenciar que el hecho ocasionado por el sujeto y 

la consecuencia jurfdica, son atribuibles en su ejecución al mi~ 
mo sujeto; tener un juicio afirmativo que permita atribuir esa -
conducta al imputado, o en otras palabras, que el Juez debe de-­

terminar que el imputado es el autor que produce el resultado ma 

terial del delito. 
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Ahora hablaremos de la culpabilidad, y citaremos para ello a 
Jimónez de Azúa. quien dice: '1 Partiendo del l1echo concreto psic~ 
lógico. ha de exdminarse la motivación que llevó al homl>re a -­
esa actitud psicológica, dolosa o culposa. No basta tampoco el -

exámen de estos motivos, sino que es preciso deducir de ellos si 
el autor cometió o no un hecho reprobable'1 ~ 1 

Lo anteriormente citado constituye el juicio de reproche de la 
conducta desplegada por los imputados. 

La culpabilidad se da a través de dos formas: Oolosa o inten­

cional; y Culposa o imprudencial, la primer<1 de ellas se va a -

referir a aquélla en que 11 el agente realiza voluntariamente -di­

rección psíquica conciente- los t1ec/1os materiales conf1gurallores 
del tipo, cualesquiera que sean Jos propósitos especlficos o las 
finalidades perseguidas por el autor conciente"~2 

,Nosotros lo consideramos como el actuar conciente y volunta-­
rio del sujeto activo, y que tiene como fin la realización de un 
resultado t!pico. 

Para la for1na culposa nos permitimos citar una tesis relacio­
nada, misma que a la letra dice: 

TESIS RELACIONADA. Imprudencia. En los del ilos culposos es im--­
prescindible demostrar la existencia de un estado subjetivo en -
que el agente del delito incurra en falta de previsión de lo que 
humanamente es prc~istble: un estado objetivo. o sea la compro-­
bación de los daftos causados a cbnsecuencia de que el agente del 

51. Jiménez de Azlla, Luis. Tratado de Derecho Penal Ed. Lozada, 
Buenos Aires, Argentina, Tomo V p. 163 

52. González de la Vega, Francisco. El Código Penal Comentado, 
Ed. Porrlla, México. 1990 p. 59 
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delito dejó de observar un deber de cuidado que personalmente le 
incumbía para _evitar producir un daño según la expresión del lr~ 

tadista Alem~n Edmundo Mezger, y una relación de causalidad que 
vlncula al estado subjetivo con el resultado dañoso. Sexta Epoca 

Segunda Parte: Vol. XXVI 1, p. 58 A. D. 783/59. 

Nosotros lo entendemos comJ el resultado dañoso resultante -­
de una acción u omisión negligente del activo, quien al no tomar 

tas providencias necesarias y que su situación le exigfa, le ha 
de hacer merecedor a la sanción se~alada. 

El fundamento legal para estdblecer la responsabilidad penal, 

se encuentra contenido en el articulo 13 del Código sustantivo -
penal, el cual senala: 

ART. 13 Son responsa u les del delito; 

l. Los que acuerden o preparen su rec1l ización; 

11. Los que los real icen por s ¡; 

111. Los que lo real icen conjuntamente; 

1 V. Los que lo 11 e ven a ca!Jo sirviéndose de otro; 

V. Los que determinen intencionalmente a otro a cometerlo; 

V l. Los que intencionalmente presten ayuda o auxilien a otro P."_ 
ra su comisión; 
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VII. Los que con posterioridad a su ejecución auxilien, al 'delin­
cuente, en cumplimiento de una promesa anterior al délito, 
y 

VIII. Los que intervengan con otros en su comisión, aunque no -­
conste quién de ellos produjo el resultado. 

En este art!culo se encuentran comprendidas las diferentes -­
hipótesis y grados de responsabilidad penal observados en la Pª! 
ticipación delictiva, y que pueden ser autorla material. mediata 
coautorfa simple, intelectual, complicidad, por ello al pronun-­
ciarse la sentencia, en el rubro de la responsabilidad penal, se 
invoca el articulo en cita y la fracción adecuada, dado en los 
términos en que fué llevado el proceso. 

Finalmente hablaremos de la responsabilidad social, y que se 
refiere a que todos los sujetos somos responsables de nuestras -
acciones u omisiones por el hecho de convivir en Sociedad, y dada 
esta fórmula, el niílo o el enfermo mental que son considerados -
como inimputables en el Derecho Penal e incapaces en el Derecho 
Civil, son socialmente responsables por los delitos cometidos -­
por ellos, pero en lugar de hacerce merecedores a una sanción -­
prevista por la ley, son objeto de medidas tutelares o de seguri 
dad, pero el delito cometido da )ugar a solicitar la reparación 
del daño a terceros, según lo veremos más adelante. 
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2.3. COMPROBACION DEL CUERPO DEL DELITO 

As! como la demostración de la responsabi 1 !dad en el proce-
so penal exige un estudio analftico de las pruebas existentes 
y vincula éstas a la conducta !licita del sujeto, también se ha­
ce necesario comprender a qué se refiere el cuerpo del delito, -
asf como su integración y comprobación. 

Iniciaremos citando la forma cor1ceptual de algunos autores -­
para este tema, y la Licenciada Victoria Adato de !barra, adhe-­
riéndose a la teor[a de la acción finalista, indica que cuerpo -

del delito es "el conjunto de presupuestos y elementos del deli­
to que est~n demostrados existencialmente y que nos permiten, de 
una parte, definir exactamente el delito dado. y por otra, esta­
blecer su nota distintiv~ respecto de los otros delitos 11 ~3 

El jurista Julio Acero señala que cuerpo del delito ºes el 
conjunto de los elementos materiales que forman parte de toda 
infracción penal; y es la cabeza y fundamento de todo proceso 
criminal, porque mientras no conste que ha habido delito, no se 
puede proceder contra persona alguna••~ 

Nosotros concretamos diciendo que cuerpo del delito va.a ser 
la serie de elementos objetivos o externos que constituyen la -­
materialidad de la figura delictiva descrita expresadamente en -
la ley penal. 

Nuestro Derecho positivo señala en el articulo 168 fracción -
ll del Código federal de Procedimientos Penales, no un concepto 

53. Garc!a Ram!rez, Sergio. 
54. Acero, Julio. op. cit. 

op. cit. p. 345-346 
p. 96 
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de del ita, sino la forma en que se ha de comprobar éste. e indi­
ca que dicha comprobación se tendr~ como cierta •cuando esté Ju! 
tlflcada la existencia de los elementos materiales que constitu­
yan el hecho del ictuoso, según lo determine la ley pen~l 11. 

El Maestro Rivera Silva comenta que "el simple cambio del mu~ 

do es un cambio no jurldico, y solo el cambio del n1undo externo 
aunado a elementos morales es el cambio jurldico; as!, por ejem­
lo, en las injurias no interesa jurldlcamente el cambio que del 
mundo externo se produce con la palabra malsonante, sino el cam­
bio que se realiza por el ~nimo de menospreciar. 111 razón filos~ 

fica se encuentra en que el legislador estima que la armonfa so­
cial se quebranta únicamente con el cambio flsica cualificado, -
provocado con determinada intenci6n 11 ~5 Aqul va maneja el elemen­

to subjetivo al existir un ánimo de perju i e i o, de menosprecio 
o evidenciar por medio de una conducta illcita. y que no produce 
o deja huellas materiales, pero si incide en el l1onor u honra de 
una persona o grupo. 

Por todo lo anotado hasta ahora, podemos enunciar que el cue~ 
po del delito se puede entender desde tres ~ngulos, mismos que -
son el objetivo, subjetivo y normativo, y as! lo entienden los -
iusj uristas, por lo que se hace necesario citar lo que refiere 
Garcla Ramlrez al respecto: "La tendencia moderna de la doctrina 
Mexicana se pronuncia. de plano. en el sentido de referir el --­
cuerpo del delito, a los elementos plenarios del tipo. Oistln--­
guiendo entre los de car~cter objetivo, los subjetivos y los nor 
mativos; se afirma que el cuerpo del delito existe cuando se ha­
yan debidamente integrados tales elementos, en los términos del 

55. Jlménez Huerta, Mariano. op. cit. p. 34 
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tipo correspondiente''~ 

De igual manera, Jiménez Huerta manifiesta que ''en tres sen-­
tidos distintos ha sido y es principal empleada la expresión --­
corpus delicti. Unas veces. como el hecho objetivo, tanto perm~ 
nente como transitorio. tnsito en cada delito, es decir, la---­
acción punible, abstractamente descrita en cada infracción -un -
incendio, un homicidio, un fraude-; otras, como el ef~cto mate-­
ria! que los delitos de hecho permanente dejan después de su pe~ 
petración -un cad~ver, un edificio incendiado, una puerta rota-; 
y en una tercera acepción, como cualquier huella o vestigio de -

naturaleza real que se conserve como reliquia de la acción mate­
rial pnrpetrada -un puñal, una joya, una llave falsa- etc.·~7 

Por ello podemos concretizar que el cuerpo del delito es con­
siderado existente en los elementos ttpicos: objetivo, subjetivo 
y normativo. 

En relación a los elementos objetivos, podemos señalar que -­
'1son estados y procesos externos susceptibles de ser determina-­
dos espacial y temporalmente, perceptibles por los sentidos y -­
fijados en la ley en forma descriptiva''. 

Por cuanto se refiere a los elementos subjetivos, sobre éstos 
podemos decir que son los que '1describen legislativamente, cier­
tos estados an!micos, tanto del sujeto activo, como del sujeto -
pasivo del delito. 

Los elementos normativos nos establecen los presup.uestos del 

56. uarc[a Ram!rez, Sergio. op. cit. p. 345 
57. Jiménez Huerta, Mariano. Derecho Penal Mexicano, Tomo ! Ed. 

Porrúa, 5a Edición, México. 1985 p. 31 
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injusto, que sólo pueden ser determinados mediante una especial 
valoración de la situación del hecho y que integran el tipo pe-­
nat"~ 

Una vez dados algunos conceptos sobre el cuerpo del delito, -
es pertinente indicar que se debe integrar éste; para su poste-­
rior comprobación, la cual es imprescindible y junto a la presu_!! 
ta responsabilidad, hacen posible el ejercicio de la acción pe-­
nal, dictar el auto de formal prisión, y en sentencia. una vez -

comprobados plenamente cuerpo de delito y responsabilidad, die-­
lar sentencia condenatoria. 

En efecto, para integrar el cuerpo del delito, nos permítimos 

citar la postura del maestro Rivera Silva, quien dice que inte-­
grar significa "componer un todo en sus partes, esto es, llegar 
al concepto global partiendo de todas y cada una de sus partes -
que componen el todo"~9 

Tal integraciór ::; necesaria en la actividad investigadora --
1 levada a cabo por el Ministerio Pübl ico, quien en esa función -
también integra y comprueba la presunta responsabi 1 idad, y una -
vez hecho esto, es posible ejercitar la acción penal ante el --­
Juez penal correspondiente. En la etapa de la instrucción, al -­
dictar auto de término Constitucional y sujetar a proceso a la -
persona, también se debe tener por integrados y comprobados tan­

to la probable responsabilidad como el cuerpo del delito, y fi-­
nalmente, en el juicio y la conclusión de éste, se dicta la sen­
tencia, y al acreditar y quedar plenamente comprobada la respon­
sabilidad penal y el cuerpo del delito, es posible que el Juez -

58. Rosas Romero, Sergio. Consideraciones Jur!dicas en torno al 
Corpus Oelicti. UNAM. ENEP ARAGON, 1986. p. 7 

59. Rivera Silva, Manuel op. cit. p. 160 
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instructor de la causa, dicte sentencia condenatoria, de ahl Ja 
importancia de entender. integrar y comprobar debidamente esos -
elementos. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 
contiene el fundamento legal para integrar el cuerpo del delito, 
de los art!culos 94 al 1D3, y de el los se desprende que integrar 
el cuerpo del delito 11 es conseguir los medios probatorios capa-­
ces de contener la conducta descrita por el tipo, con la final i­
dad de estimar su existencia, dando base en principio al ejerci­

cio de la acción penal 11 ~ 

Ahora /1ablaremos propiamente de la comprobación del cuerpo -­

del delito, y el lo implica la prueba de la tiplcidad del hecho o 
conducta. esto es, que ''la comprobación del cuerpo del delito no 
solamente es un requisito procesal para que puede dictarse el -­
auto de formal prisión, sino un imperativo que establece la Con~ 

titución Pol!tica de la república; y puede comprobarse por el -­
empleo de pruebas directas o indirectas•~ 1 

También la jurisprudencia lo entiende as!, al indicar que --­
''Comprobarlo es demostrar la existencia de un hecho, con todos -

sus elementos constitutivos tal como lo define la ley, al consi­
derarlo como delito y señalar la pena correspondiente. Debe con­
siderarse el precepto legal cuya infracción se imputa al acusa-­

do". (Quinta Epoca) Tomo XXIX, p~gina 1566 Paham Arturo F. 

Precisamente por la importancia que la ley concede al cuerpo 
del delito, no siempre se puede lograr su comprobación por cual-

6D. Rosas Romero, Sergio. op. cit. p. 17 
61. Gonz~lez Bustamante, Juan José. op. cit. p. 164 
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quier medlo, aunque toda clase de investigaciones puedan verif i­
carse por el Juez con amplia libertad, no estando expresamente -
reprobados. "La comprobación del cuerpo del del i Lo implica una -
actividad racional consistente en determinar si la conoucta o -­
hecho se adecúa a la hipótesis de la norma penal que establece -
el tipo"~2 

Para que se puP~~ Jar la comprobación, se debe seguir un mé­
todo que sea apto para ello, y as{ tenemos que nl1estra Constitu­
ción Indica en sus articulas 14 y 19 el fundamento legal para -­
el lo, al se~aiar el 14 en su segundo p~rrafo "Nadie podr~ ser -­
privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesi~ 
nes o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumpl•rn las formalidades 
esenciales del procedimiento y conforme juicio seguido ante los 
tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las -­

formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las leyes 
expedidas con anterioridad al hecho'', y el 19 ''El ilicito que se 
impute al acusado, los elementos que constituyen aquél, lugar, -

timpa y circunstancias de ejecución y los datos que arroje la -­
Averiguación previa'', y estos preceptos dan pie a analizar el -­
Código adjetivo que contiene la forma en que se ha de llevar a -
cabo, teniendo as! dos reglas, la general y la especial. 

1'La regla genérica para la comprobación del cuerpo del delito 
consiste en comprobar la existencia de su materialidad. separan­
do los elementos materiales de los que no lo son~ en la defini-­
ción contenida en cada tipo legal. El Código de Procedimientos -
Penales establece reglas especiaies para la comprobaciOn del ---

62. Colln SAnchez, Guillermo. op. cit. p. 2B1 
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cuerpo del delito de ciertos delltos, .. comprendlendoasl una re­
gla especial para ellos•~3 

Efectivamente, el articulo 122 del Código Penal Adjetivo se­
~ala la regla general para la comprobación del cuerpo del deli­
to. ya que indica que al acreditar la existencia de elementos -­
que integran la descripción de la conducta o hecho del lctuoso, -
según lo determina la ley penal, se tendr~ por comprobado dicho 
cuerpo, ademAs de que se relaciona con el articulo 135 del mismo 
ordenamiento, el cual indica que se admitirA como rpueba. todo -

aquéllo que se ofrezca como tal, y el 124 del multicltado código 
indica que el Juez gozar.!i de la acción mAs amplia para emplear -

los medios de investigación que estime conducentes, según su crl 
terio aunque no sean de los que define y detalla la ley, siempre 
que esos medios no estén reprobados por ésta, en la búsqueda de 
la comprobación del cuerpo del delito. 

De esta forma nos da la pauta para poder Integrar y comprobar 
en forma general a los delitos. su cuerpo de delito, y asimismo 
el código citado. menciona otra forma especial o individual para 
ciertos delitos, pero mAs que método, es en forma enunciativa 
indicarnos que se reconoce como probanza el acreditar huellas y 

elementos materiales o inmateriales citados expresamente para la 
comprobación especial de esas delitos, entre otros el Homicidio, 
lesiones. aborto, robo, fraude. abuso de confianza, etc. donde -
resalta caracteristicas de hechos o personas. 

63. Gonz~lez Bustamante, Juan José. op. cit. p. 167 
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2.4 EFECTOS DE LA SENTENCIA CONDENATORIA 

Ahora hablaremos sobre los efectos que va a tener el pro--­
nunciamiento de la Sentencia condenatoria, la cual es dictada -­
considerando al procesado como responsable del delito Indicado -
en la causa, y se le exige el cumplimiento de lc1 sanción impues­

ta, y se declaran los términos, condiciones, forma y circunstan­
cias en que se ha de llevar a cabo dicho cumplimiento. ya sea al 
Estado, al agraviado. o a terceros. y en la mism.1 persona del sen 

tenciado. 

1'La sentencia condenatoria produce efectos: 
En relación con el procedimiento: Termina la primerd instancia -­

y da lugar (previa interposición del recurso correspondiente) al 
inicio de la segunda, o bien, a la resolución que otorga a la -­
sentencia ei car~cter de autoridad de cosa juzgada, y como cons~ 
cuencia de ello, se produce la ejecución de las sanciones. 

En cuanto a los sujetos de la relación procesal. Existen 
obligaciones para el órgano jurisdiccional, derechos y obl igaci~ 
nes para el sentenciado y el órgano de la defensa; derechos para 
el ofendido y obligaciones para los sujetos secundarios o auxi--
1 i a res. 

Para el órgano judicial.- Notificar personalmente al procesa­
do la sentencia; conceder la libertad bajo caución cuando proce­
da; amonestar al autor del delito y preveer todo lo necesario -­
para el debido cumplimiento de lo resuelto"~ 

64, Colln SAnchez, Guillermo. op. cit. p. 462 
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La sentencia condenatoria, en su ejecu_ci_ón, _tiene_ aparejado -

titulo ejecutivo (actlo judlcati) para realizar coactlvamente la 
pretensión puntiva del Estado y del particular en la reparación 
del dailo. 

''La ejecución de sentencia condenatoria en sentido auténtico 
consiste en la actividad que sigue el proceso cognitivo. por la 
que alguien está sometido a un mal como pena merecida por él. -­

La ejecución penal abarca ademAs la ejecución de medidas no crimi 
nales, en cuanto que pertenezca a los objetos del procedimiento 
cognitivo penal 11 ~5 

En esta fase se actualiza el Derecho positivo al máximo, para 
el logro de su aplicación en el caso concreto, ya que la mera -­

declaración de la Sentencia serla intrascendente sin la fase ej~ 
cutiva, puesto que solamente en esta es posible hacer efectivos 
los puntos señalados en la sentencia de condena, y buscar hasta -

donde legalmente corresponda, el estricto cumplimiento de los --­
puntos resolutivos. 

Por el lo el maestro Rivera Silva indica que "la sentencia ---­
ejecutoriada es el último momento de la actividad jurisdiccional 
y en el la se crea una norma individual que al an~I is is ofrece las 
siguientes caracterlsticas: 

A) Es creadora de derechos, en cuanto forja un precepto u ar-­
den que posee la fuerza que anima a todo el Derecho. 

B} Es exclusiva o individual, en cuanto se refiere a una situa-

65. Bel ing, Emes t. op. cit. p. 366 
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ción concreta, y 

C) Es irrevocable, en cuanto determina de manera absoluta la -
situación legal de un caso concreto, estrlblece una' verdad -
legal que no admite posteriores modificaciones•~6 

Por nuestra parte, podemos indicar que la ejecución de la ca! 
dena se puede contemplar desde tres formas: 

1.- En función al tribunal que ordena la ejecución; 

2.- En relación con el Sentenciado; y 

3.- Con respecto a los órganos encargados de tal ejecución: 

Podemos citar que en relación al primer punto, el Tribunal 
cuenta con facultades legalmente conferidas, para amonestar al 
Sentenciado y no reincida en su conducta !!!cita, también lo --­
puede apercibir y exigir la caución de no ofender, figuras jur!­
dicas éstas, que puestas en pr~ctica, son preventivas del delito 
y también se puede exigir la publicación especial de sentencia, 
a cargo del sentenciado. 

Tratándose del sentenciado, la ejecución de sentencia canden! 
toria va a tener efectos como el de que Ja sanción impuesta al -
reo, se ejecute conforme a Jos establecida en la sentencia, y -­
además ajustado a lo que expresa el código en cuanto a Ja penall 
dad, sin que se exceda de ésta; además al sujeto se le pondrá a 
disposición de la dependencia en¿argada de Ja ejecución, observa! 

66. Rivera Silva, Manuel. op. cit. p. 304 
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do las formalidades anotadas en el actuar de la propia dependen­
cia; en este caso la Secretarla de Gobernación, a través de la -
oficina correspondiente Dirección General de Centros de Readapt~ 
ción Social y Servicios coordinados, en donde el sujeto deber~ -
observar las normas de conducta y disciplina de los reglamentos 
interiores. 

También en relación al sentenciado, se la aplica lo contenido 
en los códigos penales, en el sentido de las restricciones orde­
nadas en el Derecho de familia, derechos pol!ticos, y suspensio­
nes de derechos de tutela, curateia, apoderado, defensor, alba-­
cea, perito, depositario, y dem~s que señalan los articulas 45 y 
46 del Código Penal. 

Ahora mencionaremos respecto de los órganos encargados de la 
ejecución de las Sentencias penales condenatorias, y éstos est~n 
obligados a ejecutar en los términos citados en la sentencia, -­
todos y cada uno de los puntos resolutivos. o a observar debida­
mente un mandamiento, y esto deber~ l1acerse en forma tal que no 
traspase los limites o deje de producir eficacia el cumplimiento 
es decir, ceñirse a lo estipulado en la legislación, el reglame~ 

to respectivo y ordenamientos correlativos, como en el caso del 
tipo civil para la obligación de reparar el daño. 

Todo ello coincide con lo sustentado por el jurista Beiing,-­
quien indica que "La admisibilidad de la ejecución penal est~ -­
condicionada: 

1.- Por la existencia de una resolución procesal penal, que im-
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ponga la pena u otra medida a ejecutar; 

2.- Esta resolución debe ser firme, y debe serlo en lo absolu­
to, ya que en el proceso penal no existe "ejecutabll idad -­
provisional11, no debe existir recurso admisible que suspen­
da esa firmeza; 

3.- Debe existir copia legal izada del fallo, con las formal ida­
des legales exigidas. 

Con la admislbilirl•d de la ejecución punitiva nace la facul-­
tad del Estado de ejecutar la pena; los órganos del Estado l la-­
mados para esta tarea est~n obligados a la vez a ejercer esta -­
facultad estatal. a no ser que la ley prevea aplazdmiento o SU_! 

pensión de la pena"?.7 

Como nuestro trabajo se enfoca hacia la re¡>aración del da~o. 

es menester citar lo escrito por Borja Soriano. en el sentido -­
que muchas o la mayor! a de las veces, en el proceso penal no se 

acredita fehacientemente el monto para la reparación, y en tal -
virtud, al dictarse la sentencia condenatoria, se deja sin sa.tl! 
facer dicho rubro, dando ple a injusticia social, ya que el agr!'_ 
viada o victima del delito no puede hacer efectiva la reparación 
en el proceso, y di respecto el jurista dice: "La sentencia con­
denatoria que absuelve de la reparación del daño, va contra la 
técnica y los princiJ>ios, primero, porque se dbsuelve sobre los 
actos de responsabilidad, más no sobre las sanciones; lo segundo 
en razón de que se concede arbitrio judicial para fijar la san-­
ción de la reparación del daño y ·solamente se sel1alan bases al -

67. Beling, Ernest. op. cit. p. 367 
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órgano jurisdiccional. Estas bases son: monto del dano causado 
y capacidad económica del delincuente; ahora bien. la ausencia -
en un proceso de estas bases, no puede dar lugar a la negativa -
de que no existan, sino que no se han probado 1'~ 

Pero dicha razón, se cree conveniente que cuando no se encue~ 
tren debidamente fundadas las bases o en el proceso no hubo lu-­
gar a acreditar el monto de la reparación del dano, se deje a -­
salvo el derecho del particular o del tercero afectado, para que 
ejercite la acción ante el tribunal correspondiente, en via y -­

forma conocidas, y después del perjucicio recibido por el delito 
pueda efectivamente tener la reparación económica o moral del -­
daño causado, y que la sentencia condenatoria funde su acción, -
exigible ante la vla civil. 

68. Borja Osorno, Guillermo. op. cit. p. 443-4444 
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3.1. INDIV!DUALIZAC!ON DE LA PENA. 

Una vez que el órgano jurisdiccional ha probado tanto el -

cuerpo del delito y la responsabi l ldad penal, dicta sentencia -

condenatoria. donde analiza el tipo de sanciones que ha de im-­
poner, y ello comprende la concretización o individualización -

de la pena, tan necesario hoy en dfa para una verdadera aplica­
ción de esas penas o medidas de seguridad, y la correspndiente 
reparación del dano; pero no siempre ha sido asr, ya que al re­
mitirnos a la historia, podemos ver que 11 En el antiguo Derecho 
las penas estaban determinadas de modo absoluto, tanto a su na­

turaleza como cuant!a, as( se ve en las XII tablas. Después, en 

el Imperio Romano, el Juez fijaba las penas según las circuns­

tancias; asf fué abriéndose camino líl necesidad de conceder m~s 
facultades al Juez, y ello dlÓ lugar a que las leyes se las re­

conocieran, sólo que asf imperó la mayor arbitrariedad, por --­

falta de una ciencia penal y de libertad para los ciudadanos 

para reclamar frente a las exorbitancias del Estado 11 ~9 

De lo anterior se desprende que al conceder al juzgador am-­
pl ias facultades para fijar el grado de las penas, como lo hu-­

manamente realizable, se podfa caer en la apl icaci6n extrema, -

ya por rfgidez de criterio, por voluntad decisiva o incluso --­

l1asta involuntariedad. 

La Escuela cl~sica Penal al hacer un riguroso examen sobre -

este tema, aporta las condiciones de atenuantes y agravantes -­

según la forma en que ocurrió el hecho delictivo, "y afirmó que 

las penas deben ser de diversas clases a ffn de ser castigados 

69. Carranc.l y Trujillo, Raúl. op. cit. p. 631 
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los delitos con las que cualitativa y cuantitativamente les co­
rresponden, y por ser los delitos de diversa gravedad, las pe-­
nas igualmente deben serlo, y al efecto deben ofrecer escalas''~ 

La Escuela moderna se inclina por estudiar y entender la pe! 
sonalidad del sujeto que delinque, y hace el enfoque desde una­
forma ob~etiva, al anal izar el hecho; como desde una forma sub­

jetiva, tratando de entender los motivos del agente del delito 
y su naturaleza ps!quica, por ello, la ley penal, "conforme a -
las nuevas teor[as, tiene por ffn objetivo defender a Id socie­
dad de los seres peligrosos, bas~ndose en la responsabi i idad -­
social, e indudablemente que un individuo que di.:d lnque, revela­

su peligrosidad y por ello se hace necesaria la imposición de -
la sanción que se~ala la ley"~ 

Anal izando el código penal de 1871, se observa que en él, se 
fijaron penas con términos m[nimo, medio y máximo, correspondi­
endo cada uno de ellos a las atenuantes y agravantes debidamen­
te catalogadas y valoradas ya en el proceso penal. esto lo con­
ten!an los articulas 66 a 69 de ese ordenamiento. 

También revisando el código pena!' de 1929, de los art!culos-
47 a 63 se observa que al juez se le amplian facultades para -­
considerar las circunstancias del hecho, e incluso cambiar de -
grado a tales circunstancias, y reconsiderar la modalidad del -
hecho delictuoso. 

El código penal vigente de 1.931 le da mayor amplitud al arb.!_ 
trio judicial, lo que se hace compatible con los art!cuios 14, 

70. 
71. 

lddm. p. 632 
Porte Petit Caundaudap, Celestina.· Programa de la parte gene 
ral de Derecho Penal, Facultad de Derecho, UNAM. 2a. edicióñ 
México, 1968. p. 18 
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que ampara \a garantla penal, y e\ 21, que determina en su parte 
relativa que la imposición de sanciones es propia y exclusiva -
de la autoridad judicial; y de esa forma se ha dado un paso im­
portante hacia una amplia y eficaz individualización judicial -
de las sanciones. En tal ordenamiento se fijan sanciones de na­
turaleza precisa, desterrando de nuestro derecho la sentencia -
indeterminada, y en cuanto a la medida o aplicación, se va a -­

fijar por medio del mlnimo y mAximo, obteniendo el medio arit­
mético y ajustado al estudio de personalidad del delincuente. 

Respecto a la individualización de la pena, el jurista Mezger 
indica: 11 La pena, en el sentido auténtico y estricto de la pa-­

labra, corresponde, aún en lo que respecta al contenido, al he­
cho punible cometido; existe proporcionalidad entre hecho puni­
ble y pena, el que la pena en este sentido deba adecuarse al -­
hecho y que deba existir entre una y otra una equiparación val~ 
ratlva, lo pone de manifiesto la diversidad de los marcos pena­
les legales, los cuales se ajustan a los hechos punibles res--­
pect i vos 11 ?2 

Por su parte el maestro Villalobos apunta que ''el propósito­
de ajustar cada condena al caso que la provoca es una necesidad 
para los fines del Derecho Penal. Si la pena tiende a prevenir­
el delito por medio de la intimidación, ha de ser mas enérglca­
cuanto mAs grave sea el delito que trata de prevenirse y mAs -­
propenso el sujeto de quien se tema la recalda; si es un medio­
de l1acer justicia, tiene que corresponder al grado de responsa­
bilidad que sanciona; como elemento de corrección o adaptación­
del sujeto a la so\ idarldad social, debe tener como puntos de -

72. Mezger, Edmundo. op. cit. p. 354 
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referencia las causas de indisciplina que se descubren en cada­
sujeto, para actuar sobre ellas de manera eficaz••~ 

A su vez, Gonz~lez Bustamante expresa que "el fall6 judicial 
que constituye el f[n del proceso, no termina la relación jur.!_ 
dlca entre el Estado y el delincuente, se abre una nueva fase -
que tiene por objeto el estudio clentff ico m~s dpropiado en el 
tratamiento de los sentenciados, para llegar, hastJ donde sea -

posible, a la individualización de las sanciones. En otros tér­

minos, el contenido de Ja sentencia debe traducirse en realida­
des, para la mejor aplicación de las sanciones 11 ~4 

Remitiéndonos nuevamente al código penal vigente, podemos -­
apreciar que el Libro Primero titulo primero se indican las re 

glas que han de graduar la responsabilidad, según se trate de -
delitos dolosos o culposos, la consumación o tentativa en el -­
il!clto, el grado de participación del sujeto como autor inle-­
lectual, material, participante, cómplice o encubridor; tos an­

tecedentes de cada reo, para saber si es delincuente por prime­
ra vez. reincidente, habitual o profesional del delito; enumera 

luego las penas y medidas de seguridad que se pueden aplicar y 
da las reglas para ello; habla sobre el sistema penitenciario -
que se debe seguir, tomando la base constitucional del trabajo 
como medio de regeneración (art[culos 77 a90 ), asimismo sugie­
re la clasificación de los presos para su separación y Lratamle~ 
to especifico, se dan las condiciones para la libertad prepara­
toria, y menciona reglas para tratamiento de enfermos mentales 

y sordomudos (art[culos 67 y 68). En el Libro Segundo se da el 
catHogo de los delitos, apreciá la gravedad de cada uno y se~.'!. 
la las penas correspondientes a los mismos, fijando los limites 

73. Vlllalobos, lgnaclo. op. cit. p. 536 
74. Gonz~lez Bustom3ote, Juan José. op. ci l. p. 315 
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entre los cuales el juez puede hacer una graduación. 

En el articulo 13 se sigue conservando la unidad en el deli­
to, donde caben todos los grados de participación, permitiendo 
al juzgador lograr una buena individualización de la pena, no -
obstante que hay otros artlculos donde est~n dispersos crite--­
rios que est~n acordes a dicho articulo. Por ello, la autoridad 
jurisdiccional considera individualmente el caso de cada proce­
sado, con el objeto de establecer la responsabilidad que le co­
rresponda en forma particular, e individualizar la pena que me­
rezca. cuando hay varios participantes o procesados. 

La individualización de la pena ofrece tres fases: Legal, -­
Judicial y Administrativa. ''La Primera hecha por la ley, la se­
gunda por el Juez y ia tercera durante ei cumplimiento de la -­
pena, por las autoridades administrativas o ejecutoras. La in-­
dividuíllización legal no es más que la organización de la indi­
vidualización judicial, porqJe fija los limites de la actuación 
del juez trazando el campo de su arbilrio 1•?5 

Por su parte el Maestro M~rquez Pi~ero considera que ''La in­
dividualización legal es la establecida de antemano (a priori y 
objetivamente) por la ley, en las distintas especies o catego-­
rlas de delitos. Se trata, rn~s que una individualización en pr~ 
sencia del delincuente, de una selección tipica de las penas -­
antes de la comisión del delito•?6 

Nosotros la entendernos corno aquélla que anticipadamente for­
mula la ley, y se dirige hacia la forma del delito, y condicona 

75. GonzAlez de la Vega, Francisco. Código Penal Comentado. Edl 
torial Porrúa. México, 1969. p. 31 

76. M~rquez Piñero, Rafael. op. cit. p. 245 
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la penalidad de cada uno, en las atenuantes, agravantes, dolo.­
culpa, diferentes grados de participación y con ello da margen 

a la pena o medirl~ t!.2 seguridad que deba aplicarse. 

La fase judicial es la que permite al juez instructor de la 
causa señalar en la sentencia, la pena que le corresponde al ª.!!. 
tor del delito, y para ello, el Juez debe tener conocimientos -
sobre otras ciencias y técnicas apegadas a su ejercicio, para -
as! poder individual Izar la personalidad del del tncuente y en -
justicia, imponerle la sanción que estime conveniente, para --­
el lo se auxilia de otras personas peritos en otros campos, como 
son el Sociólogo, médico, antropólogo, psiquiatra, etc. Aqu! es 

donde cabe mencionar el arbitrio judicial, el cual también lo -
contienen los códigos penales y facultan la actividad jurisdic­

cional y les permiten la fijación del tiempo que hd de durar la 
pena, no sólo en atención ••a datos generales, sino en vista de 
los datos que ministra el estudio de cada caso concreto, dicho 

arbitrio se contiene en el código penal sustant.1vo, en los art.!_ 

culos 51, 52 y 74"?7 

Sigue apreciando el maestro Vlllalobos que "en cuanto a su -

fijación lnd!vldualizada, debe apuntarse con alguna elasticidad 

que deje a los jueces un margen de apreciación para las carac-­

terlstlcas o especial ldades de cada caso; pero sin desentender­
se de la idios!ncracla de cada pueblo, de la capacidad, prepa-­
ración y dem~s cualidades que existan o no en los jueces, a cu­

yas manos se destina el arbitrio judicial, y sin olvidar que -­
siempre hay un declive que condyce del arbitrio a la arbitrar!.". 

dad, al favor o al abuso y, por lo menos, al empleo efectivo, -

77. Vlllalobos, Ignacio. op. cit. p. 537 
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temperamental y ligero de una facul~ad tan delicada y~trasce1-­
den te" '.8 

También encontramos que la condena condicional es otra de las 
formas de individualizar judicialmente las sanciones ya que el 
juez al usar su arbitrio toma en cuenta las caracter(sticas del 
procesado en cuanto a su preparación, participación en el hect10 

y su posterior conducta en reclusión. 

El código penal adjetivo se~ala en su articulo 636 la exige~ 
cia de especialización judicial tanto en el terreno jur!dlco -­
como en otros campos, lo cual debe acreditar en forma cierta. 

11 Por el conjunto de todos estos recursos. la individualiza-­
ción judicial ofrece las mayores garantras de acierto compati­
bles con nuestro sistema constitucional, gracias al arbitrio 
judicial restringido que en nuestro Derecho fue consagrado y 

cuyo concepto es: Es la capacidad jurisdiccional responsable 
para valorar la personalidad pe! igrosa del .del incuente"'.9 

Respecto de la individualización de tipo administrativo es -
conveniente indicar que resulta de la ejecución de la senten--­
cia y que corre a cargo de la autoridad administrativa, misma -

que al contar con los auxilios técnicos necesarios puede defi-­
nir si el reo cumple con requisitos para obtener los beneficios 
que en esa calidad le otorga la ley; esto se encuentra conteni­
do en el articulo 75 del Código Penal el cual alude a que siem­
pre que se conserven la naturaleza de la pena pueden modificar­
se, si fueren necesarios9 aspectos no esenciales de su ejecución 

78. Villalobos, Ignacio •. op. cit. p. 92 
79. Carrancá y Trujilio, Raúl. op. cit. p. 636 
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tales como establecimiento carcelario, regimen úe trabajo, etc. 

Finalmente podemos señalar sobre las facultades de conmuta-­
ci6n, de indulto y de amnlst!a que reconoce al Poder Ejecutivo 
el Código Penal Mexicano, y que en cierto modo puede conside--­
rarse que se. avienen al propósito de Individual izar las conde-­
nas, corresponde al mismo ejecutivo, a travls del Departamento 
de Prevención Social. el vigilar y determinar la forma de cum-­
plimlento de las penas, as! como el otorgamiento de los benefi­
cios Indicados en primer término. 
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3.2. CARACTERISTICAS DE LA REPARACION DEL DAÑO 

En el pronunciamiento de la Sentencia Condenatoria, deja fi­

jo los puntos respeéto de la Reparación del Daño, y referente -
a este punto, es conveniente precisar los antecedentes legales 
de la misma, sus caracterfsticas. y ofrecer planteamientos para 
una eficaz exigencia y cumplimiento de esa Reparación. As( lo -
entiende la Suprema Corte de Justicia del pafs, misma que 11 con­
frontando la repetida declaración de la ley con la realidad, en 
que se palpa el Derecho de los ofendidos a perseguir la restit~ 
ción de sus bienes, la reparación de los dafios que a el los se -
causaron y la indemnización por los perjuicios sufridos. admi-­

te a tales damnificados como partes coadyuvantes"f!' 

Tenemos inicialmente el cudigo penal de 1871, donde se fija 
lo relativo a la reparación de daño, y se formuló en ese orde-­
namiento, una tabla de probabi I idades de vida, para cuantificar 
la reparación para el delito de Homicidio, previsto ello en el 
art!culo 325 de ese código. 

Asimismo independizó la responsabilidad Penal de la Civil, y 
entregó la reparación al particular ofendido, como cualquier -­

otra acción civil, siendo renunciable, transigible y compensa-­
ble, por lo que el delito se reconoc!a como fuente de Derechos 
y Obi igaciones Civiles. "En la pr~ctica muy pocas veces fué --­
reconocida jurisdiccionalmente la obligación de reparar el daño 
liquido proveniente de un delito"~ 

Es por el lo que la responsabi 1 id ad civi 1 tuvo el carácter de 

80. Villalobos, Ignacio. op. cit. p. 624 
81. Carranc.1 y Rivas, Raúl. op. cit. p. 616 
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acción privada patrimonial, encaminada a asegurar en lo máximo 
los lntereses sobre todo ecónomicos del particular, afectados 
por la comisión de un illcito, ••se estimó que nadie mejor que 
el propio ofendido o sus representantes, sabrlan exigir la re­
paración de los daños o perjuicios causados por el delito y o!?_ 
tener la restitución de la cosa usurpada"~ 

El Código Penal de 1871, -también conocido como Martlnez de 
Castro- contiene en su exposición de motivos lo sustentado por 
este autor, quien señala: "El que causa a otro daños y perjui­
cios o le usurpa alguna cosa, estA obligado a reparar aquellos 
y a restituir ésta, que es en lo que consiste la responsabili­
dad civil. Hacer que esa obligación se cumpla no sólo es de -­
estricta justicia, sino de conveniencia pública, pues contribu 
ye a la represión de los del !tos"~ 

El inconveniente encontrado en este c6diuo, es que la tabla 
formulada sobre las posibilidades de vida y su cuantificación 
para reparar el daño, era para términos generales, por lo que 
realmente no se podla obtener una estimación apegada a la rea­
l !dad, y no existla técnica depurada para tener dicha cuantlf.!_ 
caclón, ni se mencionaba el mecanismo que deberla seguirse. De 
igual forma, el poner en manos del particular y que él promo-­
vlera la propia reparación y restitución, hacia mAs problemAt.!_ 
co para el ofendido poder aspirar a una verdadera reparación, 
ya que a veces por falta de recursos económicos. asesorla legal 
o seguir procedimientos en este tiempo, aún problemAticos para 
mucha gente, ante tal situació~, fueron pocas las veces que el 
ofendido era restituido en sus Derechos, bienes y accesorios -

82. GonzAlez de la Vega, Francisco. op. cit. p. 34 
83. Borja Osorno, Guillermo. op. cit. p. 422-423 
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que en v!a de reparación, el sistema judicial le ofrecla. 

El Código Penal de 1929, al ser revisado, nos permite ver 
que introdujo una innovación en cuanto al procedimiento para 
pedir la reparación del daño; se declara que éste forma parte -
de la sanción, estableciendo as( esa reparación con el carácter 
de pena pllbl ica, exigible de oficio por el Ministerio Públ leo. 
11 Con tal innovación, se hizo intervenir al Estado de modo direE_. 

to en la protección de las vtctimas de la delincuencia; y se -­
declararon nulos los convenios y transacciones del monto de la 
indeminización. Por ello se declaró categóricamente que la re-­
paración del daño ser!a pllblica, y se creó un procedimiento ad~ 
cuado para hacerla efectiva, an~logo al referente a la multa, y 

se comprendió a ambos bajo la denominación genérica de ''sanción 
pecuniaria"~ 

Otro acierto de este código de 1929 -conocido también como -
Código de Almaraz- es el reconocimiento que l1izo al indicar --­
que los perjuicios podfan ser materiales o inmateriales, -da~os 

morales- e imponer al Ministerio Pllbiico la obligación de exi-­
gir de oficio dicha reparación. 

De igual manera, le otorga acción principal a los herederos 
del ofendido y a éste para exigir por su cuenta dicha repara--­
ación, cesando la intervención Ministerial, pero con ello se -­
deja en manos particulares una acción pllblica; se formuló una -
tabla de indemnizaciones, pero tampoco sigue una técnica ni en 
su elaboración, ni en la forma en que ha de aplicarse. 

84. GonzA!ez de la Vega, Francisco. op. cit. p. 35 
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Vamos a entender como reparación del da~o, toda acción de -­
parte del particular como coadyuvante del minislerio Púhltco, o 
toda gestión de parte de la lnsti tución social, tendientes a -­
restituir en el goce de sus bienes y Derechos del ofendido, y -
que son exigidos al sujeto activo del del !to o al tercero obi 1-
gado en la comisión del delito. 

El fundamento legal para exigir la reparación del daño, se -
encuentra en el Código Penal vigente, que en su articulo 24 la 
eleva a pena pública, y en el 3D asienta lo que se comprende 
como Reparación del daño. En tal forma encontramos: 

Articulo 3D. Se van a comprender en la Reparación del daño: 

l. La restitución de la cosa obtenida por el delito, y si no 
fuera posible, el pago del precio de la misma; 

i l. La indemnización del daño material y moral, y de los perju.!_ 
cios causados y, 

lll. En delitos cumetldos por servidores públicos, la restltu-­
ción de la cosa o de su valor, y hasta 2 tantos el valor de la 
cosa o los bienes obtenidos por el delito. 

La restitución consiste en la obligación de devolver la cosa 
obtenida illcitamente, con sus accesiones y Derechos. El Juez -
cuenta con facultades para restituir oportunamente al ofendido 
en el goce de sus Derechos, que.estén plenamente justificados. 
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''La indemnización del dafio material, en un significado exterr 
so, comprendo los danos y porJulclos; es decir, la pórdida o -­
menoscabo sufridos en el patrimonio del ofendido por el delito, 
as[ como la privación de cualquier ganancia ilfcita que debiera 
haberse obtenido''. 

Por ello podemos afirmar que si la Sentencia Penal Condenat~ 
ria es firme, va a ejecutarse y representa el tttulo para la -­
acción civil de resarcimiento, por lo que si esta se ejercita -
en el Proceso Penal la condena a los da~os, en ct1anto a su Re-­
paración, tiene lugar automáticamente. 

Ahora enunciaremos las caracterlsticas de Ja Reparación del 
Oaño, siguiendo Ja idea que sobre este punto señala el Maestro 
Oorja Osorno. 

1. Tiene una naturaleza singular ya que no sigue ni reglas o -
principios de una acción civil o de una sanción penal. 

2. Siendo una sanción pública no estA sujeta a convenios, tam­
poco es renunciable, por lo que en el supuesto de que el ofen-­
dido no acepte Ja reparación, al hacerse efectiva la sanción, -
su producto pasa al Estado, según lo preceptuado por el articu­
lo 34 del ordenamiento penal sustantivo. 

3. El mismo articulo en cita, indica que Ja reparación del da­
ño como pena pública, debe exigirse de oficio por parte del Mi­
nisterio Público. 
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4. El articulo 146 del Código Federal de Procedimientos Pena-­
les concede arbitrio judicial para fijar el monto de la Repara­
ción del Daño, por lo que los órganos jurisdiccionales cuentan 
con facultades para allegarse de oficio las bases sobre las cu~ 
les se van a fijar el monto de la reparación del daño. En este 
aspecto es necesario comentar que en la pr~ctica no se efectúa 
una verdadera formulación para obtener la cuantfa económica que 
debe recibir la victima del delito, ni ésta tiene forma efecti­
va de aportar pruebas sobre el monto verdadero de los daños que 
ha tenido, por lo que sJ es necesario hacer activo y vi!Jente el 
articulo aludido y de esta forma no dejar impune la acción de--
1 ictiva y su consecuente reparación. 

5. La sanción de reparación del dano, al momento de ser ejecu­
tada, es un crédito preferente; viene a formar con la sanción -
de multa, el género que recibe el nombre de sanción pecuniaria, 
de tal manera que si el patrimonio del delincuente sólo alcanza 
a cubrir una de estas especies, se da preferencia a la repara-­

ción del daño y se entrega su importe al denunciante o quere---
1 lante, según lo dispuesto en el articulo 33 del Código Federal 
de Procedimientos Penales. es asr como se estima que a la vez 
que constituye un crédito preferente, tambifin es un titulo eje­
cutivo, para la correspondiente acción civil. 

6. El Código Penal Vigente señala en su articulo 36 que la --­
reparación del daño, es una obligación mancomunada y solidaria, 
por tal motivo se ejecuta en el patrimonio de uno o de todos -­
los sentenciados, siguiendo tas reglas que Ja legislación civil 
observa en tales cuestiones. 
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7. Para cobrar la sanción de reparación del daño, no se sigue 
el procedimiento civil, llamado en la vla de apremio sino se -­
aplica el mismo procedimiento para cubrir la multa, es decir el 
procedimiento indicado en la ley económica coactiva, según lo -
estatuye el articulo 37 del Código Penal. 

8. En los casos de conmutación y substitución de sanciones, de 
Libertad Preparatoria, Condena Condicional, Admnistla o Indulto 
subsiste la reparación del daño. 

Debe llamarse la atención de que la condena condicional, la 
suspensión de la sanción privativa de la libertad, no se obtie­
ne sino se da fianza que también garantice la reparación del -­
daño (art!culos 76, 84 fracción IV, 90 fracción 111 92 y 98 del 
Código Penal Vigente}. 

9. La sanción de reparación del daño, no se extingue con la -­
muerte del delicuente, ya que consideramos que la obtención de 
un lucro o bien derivado de una conducta illcita, merece la --­
correspondiente restitución o reparación, y si el sentenciado -

fallece, la acción se encamina hacia sus herederos ya que éstos 
reciben el caudal hereditario y en estricta justicia han de --­
acatar la sentencia condenatoria de reparar el daño y estando -
acorde al articulo 10 del Código Penal que menciona que la san­
ción no pasa del delincuente y sus bienes. es en estos donde -­
recae el extraer el importe fijado como reparación del daño QU! 

dando solo pendiente la declaración y liquidación judicial de -
su importe. ''En este supuesto no puede considerarse a la repar! 
ción como una pena trascendental, prohibida por el articulo 22 
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Constitucional, porque la sanción no._ se ·ap.l_i:cá._a l.os he.rederos, 
adem~s que ello contribuye a:res_titulr· al ~particular ofendido -
su derecho violado. 

Los requisitos para fijar la Reparación del Daño se encuen-­
tran contenidos en lo que ha sustentado la Suprema Corte de Jus 
cia de la Nación, que indica: 

"REPARACION DEL DA~O. REQUISITOS PARA LA FIJACION OE LOS. El -­
articulo 31 del Código Penal Federal, dispone que la reparación 
del daño ser~ fijado por los jueces, según el d•no que sea pre­
ciso reparar, de acuerdo con las pruebas obtcnillas en el proce­
so y atendiendo también a la capacidad económica del obligado a 
pagarla, pues la reparación del daño es consecuencia de la res­
ponsabilidad por el delito cometido, independientemente de la -
modalidad que éste asuma, y la debe pagar el delincuente, en la 
forma prevenida por la ley y comprende la restitución y la in-­
demnización del daño material y moral causado a la victima o a 
su familia. En los delitos patrimoniales, de tipo intencional,­

que importen enriquecimiento, la restitución es forzosa, en --­
virtud del principio de que nadie puede enriquecerse il!cita--­
mente con perjuicio de otros y también lo es la indemnización, 
en tales delitos intencionalmente cometidos, porque no es ju--­
rldico admitir Que el delito produzca beneficios económicos --­
licitas para quienes lo cometen; en los dem~s delitos, como di~ 
pone el articulo 31 del Código Penal del Distrito Federal la -­
reparación indemnlzatoria sera fijada por los jueces, según el 
daílo que sea preciso reparar. de acuerdo con las pruebas obten! 
das en el proceso, tanto del daño, de la capacidad económica --
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del obl lgado a pagarlo, y si al condenar a la reparación del -­
da~o. no se atiende a esas pruebas, se viola el citado precepto 
y los arttculos 14 y 16 constitucionales''. 

Amparo directo 6192/62 José Núnez Alvarado; cuatro votos. -­
de enero de 1963. Ponente: Alberto R. Vela. Volumen LXVI l se­

gunda parte, página 20. 

Es conveniente expresar que para evadir el pago de la repar~ 

ción, y como se toma en cuenta la capacidad económica del sen-­
tenciado, éste simula una insolvencia económica, teniendo como 
objetivo dejar sin cumplimiento ese punto de la sentencia, lo 
que hace insuficiente a nuestra Legislación actual ya que en la 
medidad de que sea efectiva la reparación del daílo, se aplacan 
los ánimos de venganza particulares y reprimen la comisión de -
nuevos ilfcitos. 

También consideramos que para f Ijar el monto que deba pedir­
se como reparación del daño, debe darle una actividad mayor al 
ofendido, ya que si se deja en manos del Tribunal fijar la cua!'. 
tia, no se hará en ocasiones apegado a la realidad. 
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3.3. EL CARACTER PUBLICO Y PRIVADO DE LA REPARACION DEL DAílO. 

En el Código Penal de 1871 se organizó la reclamación de la -

responsabilidad civil proveniente del delito, d~ndule 0as! un --­
carActer de pena privada a la reparación del d'1no. 

En el Código de 1929 se hace el planteamlenLo de imponer un -

carácter público a la sanción comprendida como rep.1raci6n del -­
dano. siendo asl que el Agente del Ministerio Púhl 1co poclrfa 

exigirla mediante el ejercicio de la acción públic<1. De esta 

manera el Estado intervino ya en forma directa P•tr11 proteger a -
las victimas de hechos delictivos. 

Se pretendió en el Código vigente, expedido en 1931, resolver 

el problema que plantea en todo delito la reparación del dano, -

declarándose que ésta serta pública, no obstante ir1currir en el 
inconveniente del Código de Mart!nez de Castro, esLo es, por In­

solencia· del obligado o por la abulia del ofendido para exigir -

la reparaciOn. Tratando de subsanar tales anomalfas. se dispuso 
que la multa y la reparación del dano fuesen comprendidas bajo -

el rubro de ºsanción pecuniaria", con el fin de que la repara--­
clón pudiese hacersP ~fectiva coaccionando al condenado. 

De todos modos se dispuso que la reparación del dano exigible 
a terceros tendr!a el car~cter de responsab,llidad civil, volvl-­

endo a considerarlo como una forma privada de ahi la forma mixta 
-pública y privada- que tiene la reparación del dano en nuestra 

Legislación positiva. 
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Para comprender el carácter público que se le dió a la Repar~ 
clón del daño, y que acertadamente los autores del Código Penal 
de 1931 entendieron y plasmaron en él, es menester tomar en cue~ 

ta las caracterfsticas sociales que se vivfan, donde la concien­
cia colectiva dejaba fuera del comercio o restitución al honor, 
la reputación, el dolor y el daño moral, época de entendidos mo­
rales purjtanos que se apartaban de cualquier mercantilismo; y -

donde se manejaban cuestiones donde no era permisible hacer una 
cuantificación económica sobre esos puntos. Los mismos autores -
observaron que la sanción de ~eparación civil tampoco se lmponra 

y por ende, el delincuente quedaba impune en cuanto a pagar una 
suma al ofendido o restituirle sus bienes. 

''La conciencia social en este punto, ha cambiado a la par de 
las necesidades de una época un tanto materialista, hoy son muy 
pocas las personas que quisieran renunciar a la reparación. Pero 
el Ministerio Público encargado o titular de la acción respecti­
va. no siempre rinde las pruebas sobre el monto y existencia del 
daño y frecuentemente se nota que si bien en las Sentencias se -
condena a penas corporales, se absuelve al reo de la reparación 
del daño por falta de pruebas•~ 

Una propuesta que haría m~s efectiva la acción persecutoria y 
la cabal Reparación del daño, seria que el particular tenga las 
mayores facilidades para aportar pruebas sobre el monto del daño 
y la real existencia de éste, e incluso que dedujera los gastos 
posteriores o perjuicios que sufre, y hasta donde sea posible, -
exigir al Sentenciado el pago de estos gastos. 

85. Borja Osorno, Guillermo. op: cit. p. 442 
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El articulo 355 otorga el Derecho procesal a la v!ctírna del -
delito o a los Interesados en obtener la rep.iración del daño, el 
pedir el aseguramiento del pago de la reparación; este articulo 
se relaciona con al 26 del Código Procesal y 29 última· p.1rte del 
sustantivo, y el primero otorga la facultad de pedir un embargo 
precautorio de bi~nes, que puede suspenderse cuando el acusado u 
obligado otorga fianza bastante, a juicio del Juez, que garanti­
ce la reparación del daño. 

ºEl Estado debe luchar por atenuar, atemperitr o suavizar la -

intervención apasionada y vengativa de los particulares en el -­
proceso penal, que, como el Ministerio PGbl ico. debe ser impar-­
clal, de carActer social y público; mas ello no quiere decir que 
su lntervenclón en el proceso sea anulada totalmente, ya que --­
eso serla tanto como pretender nullficar el interés particular -
de dichos sujetos, y esto es imposible elimi11arlo <le los nego--­
c i os humanos 11~ 

El caracter público dado por el Estado a la rl!paraclón del -­
daño, debe tener su rnaxlrna expresión y eficacia en materia penal 
as[ lo ha entendido la Escuela Positiva Italiana, por ello cita­
rnos a autores que señalan lo siguiente: 

"Ferrl ha creldo, en efecto, que la reparación del da~o debe, 
en los casos que no pueda ser cubierta por el delincuente, efec­
tuarse corno un Servicio Público de Seguridad; cree que es una -­
justa Indemnización, pues todos los ciudadanos pagan Impuestos. 
Garófalo por su parte, ha propuesto un sistema completo para re­
glamentar la reparación y para h'acerla posible, ya sea por medio 

86. !dem. op. cit. p. 435 
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hipotecas a favor del ofendido, por formación de una caja de --­
multas cuyos fondos se destinarAn a hacer anticipos a los perju­
dicados por el delito; cobrando Ja parte de salario que exceda -
de lo absolutamente necesario para la subsistencia del reo; u -­
obligando a éste a trabajar por cuenta del Eslado"~7 

El daño ocasionado por el delito, es de dos tipos: material y 
moral. el material va a comprender toda mutación o deterioro y 

destrucción de los bienes del denunciante, as! como detrimento -
económico en del itas diversos; e Incluso en la persona y su int~ 

gridad, lo cual en cierta forma se puede deducir económicamente. 
Y en relación al daño de tipo moral va a recaer en el honor, di_g_ 

nidad, descrédito personal, y otros sentimientos de aflicción 
anímica, incorpórea y muchas veces de valoración efectiva. 

En este mismo tipo de daño, se distinguen dos clases: 

''1.- Los que causan una perturbación de car~cter económico (des­
crédito que hace disminuir los negocios), cuya evaluación es mAs 
o menos posible; y 

2.- Daños morales propiamente dichos, en los que la aflicción -
moral no tiene repercusión alguna de car~cter económico. Em es-­
tos últimos es donde se plantea la verdadera dificultad, pues es 
muy dificil establecer su equivalencia económica. Las opiniones 
aqut se dividen, pues mientras unos piensan que la dificultad -­
es indisoluble, otros piensan resolverla diciendo que la indem-­
nización en met~lico puede, sin embargo, proporcionar el medio -
de procurarnos otros goces que compensen aquellos que fueron des 

87. Cuello Calon, Eugenio. Derecho Penal. Tomo l. Ed. Bosh-Casa. 
5a. Ed. Barcelona, España. 1940. p. 53 
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tru!dos por el del i to"l!B 

Estas lesiones que se causan en el sentimiento lle las persa-­
nas no ttenen un medio de compensaclón propiamente, y ~or ello -
la fórmula que se podla adecuar es desvanecer anLe el público -­
la irritación emocional que l1a causado, llevanJo ante ta sacie-­
dad el conocimiento de que algún tipo de cal11mr1irls por ejemplo -
han sido vertidas falsamente; para ello nuestro Oerecl10 contiene 
la figura de publicación especial de sentencia y al\emAs el del i­
to especifico de falsedad en declaraciones. 

El admitir el daño moral y su correspondiente r0paraci6n en -
nuestros Códigos, es de 1ndole peculiar, ya que el honor y lar~ 
putación est~n fuera del comercio, y sl se cotizan en dinero de­
jan de ser valores propiamente morales; pero hasta la fecha es -
la forma mAs efectiva que se ha tenido para reparar el dafto mo-­
ral. no obstante que con ello pierde la naturalez<l y valor aceQ 
lado soclológlcamente. 

''Se ha planteado el problema de si también debe exigirse la -
reparación del daño a Jos lnimputables (locos, menores, etc.)--­
Según las legislaciones francesas e ltallana, si no hay dolo o -
culpa no hay responsabilidad y por ende tampoco debe repararse 
el daño causado por inlmputables. Según otras, como la Alemana y 

Suiza, existe una responsabilidad sin culpa, por lo que1 aGn no 
e<lstlendo dolo, deben Jos lnimputables reparar el daño que cau­
sa ron 11 f!l 

El car~cter de pena públ lea d'ado a Ja reparación del daño se 

88. Cuello Calon, Eugenio. op. cit. p. 54 
89. ldem. 
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encuentra determinado en los articulas 29 y 34 del Código Penal 

para el Distrito Federal y 9 del de Procedimientos y la victima 

del delito, es representada por el Ministerio Público en el pro­
ceso penal, y su constitución jurtdica es con el nombre de 1'Par­
te ofendida o coadyuvante del Ministerio Público''. 

11 ld reparación del dafio cobra un tono público: y no obstante 
que el fuero natural es el civil. la acción reparadora puede ser 
deducida ante el penal. se suele colocar a las sanciones civiles 
en el Código Penal rodeadas de garant{as. inclusive en cuanto -­

a la graduación de los créditos; la gravedad del daño es Indice 

para determinar la de el del ita y la renal idad imponible, el 

resarcimiento realizado puede funcionar como atenuante, y la ca~ 
cesión de condena condicional se supedita al otorgamiento de ci­
ertas garantías que aseguren la eficacia del resarcimiento; y la 
libertad preparatoria se condiciona a que el delincuente haya -­
asegurado la reparación del daño"?CJ 

Como lógica consecuencia de la declaración de ser parcialmen­
te pena pública la reparación. se mantuvo también que la prove­
niente de delito se exigirá de oficio por el Ministerio Público 

en los casos en que proceda. El propósito que persiguió el le--­

gislador al elevar a parte de la pena pública la reparación del 

daño, en la generalidad de los casos fue para que el Ministerio 
Público pudiera exigirla en beneficio del ofendido. 

''Para el Código Penal, la sanción pecuniaria incluye la multa 
y la reparación del daño. Cuando esta última es exigible al reo 

se considera pena. pero cuando se demanda de terceros se estima 

90.Garcla Ramlrez, Sergio. op. cit. p. 186 
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como responsabi l ldad civil y cabe pretenderla dentro del Proce-­
dlmlento Penal, por lo cual se sigue la v!a incldeotal de los -­
Códigos de Procedimientos"~ 

De ah! derivamos el carácter privado que se le da a la repa­
ración del dafto, y en ese orden se pronuncia el 1naestro Garcia -
Ramtrez, quien dice: ''Invariablemente ocasiona el tlelito un da~o 

social1 pero también puede generar un da~o privado. en ayravio -
de persona concreta, mAs ali~ o más acA de ld lesión social ge-­
nérica, perspectiva Que da nacimiento a la pretensión reparadora 
la cual se canaliza a través de la correspondiente acción de --­

resarc imiento 11 ~2 

De igual forma ~l jurista Julio Acero se~dla ~ue ''Solo para -
las responsabilidades pecuniarias exigibles a personas distintas 
de los mismos procesados, l1ubo de subsistir la e11mienda de una -
tramitación especial, por incidente, a instancia clP parte 11 ?3 

El fundamento legal para la tramitación en forma de incidente 
de !a reparación del da~o dentro del Proceso Penal, se encuentra 

contenido en el articulo 29 del Código Sustaotivo. 

Se puede promover incidente de reparación del da~o a un ter-­
cero, que no tomó participación en el delito, pero que tiene --­

ligas económicas. jurfdicas o de parentesco co11 el acusado. en -
beneficio de las victimas del delito. 

Asf se puede ejercitar contra tutores en relación a su pupilo 
el que ejerce la patria potestad· con relación al menor; JI em---

91. Brlse~o Sierra, Humberto. Derecho Procesal. Ed. C~rdenas. 
México, 1970. p. 290 

92. Garc!a Ram!rez, Sergio. op. cit. p. 185 
93. Acero, Ju! io. op. cit. p. 67 
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presario en relación a sus trabajadores; al Estado en relación -
a sus empleados. Igualmente cuando se promueve el incidente el -

ofendido es coadyuvan Le del Ministerio Público por virtud del -­

concurso adhesivo y si existen varios ofendidos el Ministerio -­
Público es el representante común de éstos; si el incidente no -

se encuentra en estado de sentencia; se dicta sentencia en el -­

proceso y posteriormente el juez penal resuelve el incidente, -­

también cuando el incidente llega a término, por no ser de orden 

público, se espera la terminación del proceso, para que en una -

sola sentencia se resuelva la relación jurfdica de Derecho Penal 
y la acción civi 1 proveniente del del ita, ejercitada contra ter­

ceros. 

"En la comisión del delito adem~s del daño público, se produ­

ce un daño particular. individual o colectivo, es decir un daño 
patrimonial. Este daño patrimonial, dado su origen (El delito) y 

su eficiencia. tiene una especial fisonomra: Encierra un elemen­
to público. porque es de elevado interés social el que se consi­
ga un resarcimiento seguro y r~pido: tal interés no solo se re-­
fleja en el fin de la restauración del patrimonio de la parte -­

lesionada u ofendida. sino que también se afirma en la exigencia 
de evitar la calamidad social de la venganza"?4 

Por ello entendemos la repílración del daño en su dualidad de 

orden público y de interés privado. 

La tramitación del incidente aludido a través del particu--

1 ar, es co·n el fin de no ser desplazado del Proceso Penal por al 

Minsiterio Público ya que por conveniencia del denunciante o ---

94. Borja Osorno, Guillermo. op. cit. p. 62 
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querellante, se puede determinar mejor Ja cuantla de la repara-­
clón del daño, y rendir en mejor forma las pruebas o datos para 
cuantificarlo económicamente teniendo además como asesor Jurtdi­
co al representante social, lo cual es v~l ido dentro del proceso 
tanto como para los intereses sociales y p6blicos, como ¡>ara los 
privados. 

"La reparación del daño, que tiene un fuerte y primordial ca­

rácter patrimonial privado, ya que ve al interés personal del -­
ofendido por el d:: 11..0 1 y que se dirige en contrd del patrimonio 
del delincuente y no de su persona, cuya liquidación se aplica_ 
en favor de las victimas del delito, es reivindicativa del dcto 
del ictlvo"?5 

El Código de Procedimientos Penales vigente sena la en su arti­
culo 2o. fracción lll que corresponde al Ministro P1iblico pedir 
la reparación del daño en los términos especificados en el Códi­
go Penal; y el articulo 9 de ese Código adieLivo ma11ifiesta que 
la persona ofendida por el delito puede poner• ~lsposictón del 
Representante Social y del Juez correspondiente, todos los datos 
que conduzcan a establecer la culpabilidad del acusado y a just.!_ 
ficar la reparación del daño. 

El articulo 28 de ese mismo ordenamiento a la letra dice: 
"Todo Tribunal o Juez, cuando esté comprobado un delito, dictará 
oportunamente las providencias necesarias para restituir al ofen 
dido en el goce de sus derechos que estén plenamente justif lca-­
dos11. 

95. ldem. p. 429 
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3.4. LA EXIGENCIA Y CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA 
PARA REPARAR EL DAÑO 

''La reparación del da~o ocasionado por el delito, debe tener 
el car~cter de pena y estar provista de iguales medios enérgicos 
de ejecución que la multa, o sea, ser sustituida la insolvencia 
con prisión o, mejor todavía, con trabajos obligatorios en ser-­
vicio del particular ofendido; por otra parte se ha propuesto -­
que el Estado se constituya cesionario de los Derechos de la --­

victima. dando a ésta. inmediata sat1sfacci6n, pues el Estado -­
est~ obligado a garantizar la Seguridad general"?6 

La exigencia para reparar el daño la estatuye el articulo 35 
del Código de Procedimientos Penales, donde establece que cuando 
hay temor fundado de que el obligado a la reparación del daño -­
oculte o enajene los bienes en que deba hacerse efectiva tal re­
paración, el Ministerio Público o el ofendido en su caso, podr~n 

pedir al juez el embargo precautorio de dichos bienes, bastando 
para que el Juez dicte la medida, la petición relativa y la pru~ 
ba de su necesidad. 

Por su parte el articulo 417 señala que tendr~ derecho de --­
apelar el Ministerio Público o el ofendido, y el acusado o su -­

Defensor, cuando aquéllos o éstos coadyuven en la acción repara­
dora, y sólo en lo relativo a ésta. 

En el capitulo séptimo del titulo quinto, se trata del inci-­
dente para resolver de la reparación del daño exigible a terce-­
ras personas. 

96. Carranc~ y Trujillo,· Raúl. op. cit. p. 614 
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En lo relativo a la promoción incidental, el escrito que ini­
cie éste, deber~n expresarse los hechos o circunstancias que --­
hubiesen originado el daño, fij~ndose con precisión su cuant!a -
as! como los concoptos por los que se procedo. De este escrito -
y documentos que ~e Cdompa~en se dara vista al d0mandado por --­
tres d[as, y transcurrido este plazo, se abre 11 prueba el inci-­

dente pr término de quince dlas, si alguna de id• p•rtes lo pide 
Cuando no comparezca el demandado o Lranscurr·iera el periodo de 
prueba en su caso, el Juez, a pet1ci611 de cual!JUter de lds par-­
tes, oir~ dentro de tres dlas en dUdiencía verhr1l, lo que éstos 
quieran expoenr para fundar sus Derecl1os, decldr~nduse carrado -
en la misma audiencia, el incidente que se falla al mismo tiempo 
que el proceso, o dentro de ocho dlas, si ya se habla pronuncia­
do sentencia en éste, siendo apelable en ambos efectos el fallo 
por las partes que en él intervinieron. 

Si la parte interesada en lo responsabi 1 idad civi 1 no promue­
ve este incidente, después de fallado el proceso respectivo, 
podrA exigirla mediante juicio civil, ante los Tribunales de --­
este orden, conforme al Código de Procedimientos civiles. 

''Se hace necesario darle al ofendido una mayor f<lcilidad 
para defender sus intereses patrimoniales, permitiendo su inter­
vención directa, como parte sustantiva que es, en el proceso. -­
Bien estarA que se le permita al ofendido coadyuvar con el Mini! 
terio Público y los demAs interesados o sus l1ere<leros. para una 
mejor cristallzac16n de sus derechos, esto, sin men~1ua de la --­
intervención que tienen los ofen~idos como partes e11 el juicio -
de amparo de Garantlas que les conceden los articulas 5 y 10 de-
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la Ley Reglamentaria de los artlculos __ 103 y 107 de la Cosntlltu­

ció~ Federal para reclamar todos los hech~s ~ue_ afecten a ~us 
intereses patrimoniales que son correlativos, concomit~ntes·e -­
impllcitos de la acción penal"~7 

Al cumplir sentencia condenatoria y sufrir pena corporal el -

reo, muchas veces se ubica en el sistema de trabajo penitencia-­
ria, de donde deriva que va a res tí tu ir el importe de la repara­

ción del daño al sujeto pasivo del delito, ya que ésta es exigi­

ble en primer término al delincuente. 

El problema práctico que se plantea en nuestro sistema, es la 

insolvencia del delincuente, ya sea efectiva o simulada, pero -­
como la mayorra de los que delinquen proceden de clases económi­

cas débil-es, la insolvencia es mc1s real que simulada; y al exi-­

gir la reparación al condado se decreta atendiento a su capaci-­
dad económica, lo cual a nuestro juicio es impropio debido a la 

propia naturaleza de la condición ya que no debe ser obstAculo -

para fijar la reparación del daño la incapacidad económica óel -

reo y esa insolvencia se puede superar al formar un organizado y 
eficaz sistema penitenciario que adem~s de regenerativo, le re-­
suite productivo al delincuente y le ayude a obtener lo necesa-­
rio por medio del trabajo y de igual forma reparar el daño cau-­

sado y aún sufragar los gastos de su propia alimentación en su -
centro de reclusión. También se plantea que con dicho sistema se 
pueda formar un fondo de reserva para que disfrute el sentencia­
do al compurgar su pena. 

El Código Federal Vigente establece la obligación de pagar --

97. Borja Osorno, Guillermo. op. cit. p. 435 
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del producto del trabajo del reo, su alimentación y vestido; el 

resto se divide en un cuarenta por ciento para el 11ago de la re­
paración del daño. el treinta por ciento pari1 la f.irni l ia del reo 

cuando lo necesite, y el treinta por ciento restdnt.e p
0

ara formar 
el fondo de reserva, aplicándose por partes 19uaiec. a los demás 

fines para aquél que la familia no neceiste o la reparación del -
da~o estuviere cubierta. (Arl!culos del 79 al B3). Aqu! cabe --­

hacer mención que realmente el trabajo pe11itencidr10 no esta ba­
sado en lo'S fines que expone la legislación. q11etJd11do sin cum--­

pl irse sus objetivos debido ll que en los tal l&res penitenciarios 

laboran en forma favorecida, solo una parte de los reos sin que 
tengan acceso la mayor!a de ellos. 

Consideramos que en cumplimiento de la se11tenci<1 y te11iendo -

como fin reparar un daño moral, se encuentra la. pulilicación de -
la sentencia, ••ya que cuando el proceso se sigue por otros deli­
tos y el acusado resulta absuelto, la denuncia, la Querella y -­

todo el proceso de persecusión producen los mismos efectos de la 
calumnia o difamación. y deben traer como consec11encia. para --­
quien fue procesado injustamente, el derecho a q1Je se l1aga públ! 
co el resultado final de las averiguciones"~ 

De igual forma ia publicación de la sentencia condenatoria la 

consideramos como una forma de reparación para QtJe <lentro de un 
plazo determinado se dé cumplimier1to a dicha sentencia. Esta --­
sanción obliga al condenado a un deber de l1acer, y en caso de -­
negativa incurre en delito de desobediencia de p•rticular a un -

mandato judicial. Se le exigid·ª' condenado, el pauo del Impor­

te de los gastos de publicación. 

98. Vlllalobos, Ignacio. op. cit. p. 625 
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En ese mismo sentido se pronuncia Cuello Calan, quien dice -­
que "La publicación de sentencia es una medida potestativa del -
Juez, u obligatoria si el ofendido lo solicitare. El conocimien­

to que la sociedad tenga del peligro que determinados individuos 
representen. es un provecho de ésta, y por eso debe considerarse 
como medida de seguridad, aunque m~s generalmente se le conside­
re como un medio sui generis de reparación moral 11 ~ 

Al ejecutarse la sentencia, si se ha determinado la reparación 

del da11o en la misma, ésta tendr~ cumplimiento a la par de aqué­
lla, pero es necesario ampliar los mecanismos para un cobro efi­
caz cuando se trate de reparación económica, y r~pida cuando sea 
pub! icación sobre la reparación moral. 

gg_ Cuello Calan, Eugenio. op. cit. p. 50 
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e o N e l u s 1 o N E s 

1.- En el devenir histórico. siempre se ha plJnlettdo la imperi~ 

sa necesidad de tener un cuerpo de normds que rifan Ja con­
vivencia humana, y la alteración del orde11 merece Id apli-­

caci6n de sanciones que respondan ef icazmcntc al mal causa­
do y conserven el orden social. Actualmente, al vivir un -­

Estado de Derecho, el pronunciamiento de &1na Sentencia se -
hace tomando en cuenta nuestros ordenan11e11tos legales y ª'! 
tan~o la función jurisdiccional, tanto para I• aplicación -
de penas como su cumplimiento, o de las medidtts de Seguri-­
dad en su caso: y demás cuestiones inherentes a la 5enten-­

c i a. 

2.- La Sentencia es un acto jurídico procesdl, llictado por el -
Juez, derivado de su función jurisdiccional e11 donde decla­

ra y aplica el Derecho adjetivo al caso concrPto, y lo ha-­
ce condenando o absolviendo, según lo referido en la causa 
penal. Consideramos como sentencias de orden ¡,enal, a la -­
Absolutoria, la cual se dicta cuando se acred1 ta la eflca-­
cia de un aspecto negativo: la Definitiva: i¡ue es la que -­
resuelve la ct1estión de fondo planteada en el proceso: la -
Determinada, misma que fija la sanción correspondiente den­
tro de los limites mlnlmos y mlximos senalados legalmente, 
tomando en cuenta atenuantes y agravantes en forma exacta: 
la Indeterminada, que supedita la duración de reclusión del 
Sentenciado al hecho determinante de que éste se encuentre 
totalmente apto para reinte.grarse a la Sociedud como un su­
jeto Otil y readaptado; la Interlocutoria, es la pronunciada 
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en el curso del proceso y que resuelve cuestiones inciden-­
tales, nuestra legislación le da el carticter de "Auto'', pe­
ro tiene caracterlsticas de verdadera Sentencia; y la Cond! 
natoria, que se da cuando ha quedado plenamente establecida 
y comprobada en sus extremos legdles, tanto el cuerpo del -

delito como la responsabilidad jur!dica del o los procesa-­
dos, determinando señalar con ello la aplicación de la san­
ción idónea y justa socialmente. 

3.- Los requisitos de Forma para la Sentencia son los señalami­

entos del juzgado que la dicta, constancia del lugar y fe-­

cha en que se da, generales del procesado, extracto de los 
hechos, fundamentos legales y pronunciamier1to de condena o 
absolución, puntos resolutivos y forma en que ha de ejecu-­
tarse; es decir, el 1 ineamíento espec[fico que marca la ley 
con sus formalidades para que se tenga como validez legal -

dicha Sentencia. 

Los elementos de fondo son los que constituyen la decisión 

sobre el delito y la responsabilidad, as! como la relación 
jurídica entre el hecho y la consecuencia que nace con la -
comisión del i 1 !cito. 

4.- Nuestro pafs h,J contado con diversas disposiciones en mate­
ria criminal, desde el Derecho Precortesiano hasta la actu~ 
1 idad; y aún cuando anteriormente no fueron l larr·adas Sente!! 

cias propiamente, las penas aplicadas por los diferentes -­

pueblos tuvieron esa significación y ejemplaridad, en aras 
del respeto social, y hoy en dla de Sentencia es toda una -
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Figura jurldica con plena vigencia y aplicación. 

5.- Se dan como aspectos de la Sentencia condenatoria, la fund! 

mentación legal de la misma; como garant!a rle seg~ridad ju­
rídica al llevarse proceso y sentencia de acuerdo al Oere-­
ct10 Positivo; como silogismo jurídico al contener momentos 
de conocimiento, de juicjo y de voluntad; SP aprecja en la 
Sentencia una estricta sujeci611 legal, observando los prin­
cipios de "no hay crimen sin ley" y ºno hay pena sin ley"; 

una exactitud de la sanción para cada caso; congruer1cia en­
tre proceso y sentencia, dando una precisi611 logal; clari-­
dad en la Sentencia conde11atoria y tener relac16n como jus­
tificación jurídica, una vez observado y comprobado el ilí­

cito. 

6.- La comprobación de la responsabilidad pen•I tiene una natu­

raleza procesal, y constituye uno de los prt•suruestos d~ -­

fondo que nos van a permitir dilucidar JJ situación jur[di­
ca del procesado. En primer término, durante Ja Averigua--­
ción Previa. se plantea la comprobación de la presunta res­
ponsabilidad. pero en la Sentencia esa res¡>onsabilidad debe 
ser cierta y sin duda alguna, acreditada en forma plena. 

7.- El cuerpo del delito en su comprobación, distingue ciernen-­

tos objetivos, subjetivos y normativos, Jos primeros son -­
estados y procesos externos susceptibles de ser determina-­
dos espacial y temporalmente, perceptibles ¡>or los se11tidos 
y fijados en la ley en forma descriptiva; los segundos se -

describen legislativamente, en forma de cierto~ estados anl 



91 

micos, tanto de sujetos activo y pasivo del delito; el nor 
mativo establece presupuestos del injusto, es determinado -
mediante una especial valoración de la situación del hecho 
y del tipo penal. 

8.- La lndivlduailzaclón de la pena es el estudio analltlco de 
la personalidad del sujeto, y con ello se estudia el hecho 
delictivo, para la debida aplicación de las sanciones co--­
rrespondientes, atendiendo al cat~logo ofrecido por la l?y. 

9.- Caracter!sticas de la Reparación del dano como elemento de 
composición én materia penal, son entre otras, que no es -­
renunciable, se debe ejercitar de oficio por el Ministerio 
Público; constituye un crédito preferente; es una obliga--­
cíón mancomunada y solidaria para los sujetos activos del -
delito y su ejecución es a través del procedimiento económl 
co coactivo. 

10.- Se propone por medio.de adición al código sustantivo, una -
mayor libertad de acción al ofendido o victima del delito, 
para que en cualquier momento. desde el inicio de la Averi­
guación Previa, aporte datos sobre la cuantificación del -­

daño recibido, y as! se esté en aptitud de solicitar el pa­
go de ese daño o su reparación, al momento de ser ejecuto­
riada la Sentencia condenatoria. 

11.- Nuestra legislación penal considera a la Reparación del da­
no, como una dualidad de aspectos público y privado, tenie~ 

do as! una forma singular de entenderse la Reparación. 
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12.- Se consideran tradicionalmente dos formds de sufrir un da­
ño siendo en forma material corno en forma moral. y err6ne2_ 

mente a ambos daños se les dil una sal idt1 o reparación eco­

nómica, que no siempre satisface intereses de orden mordl. 

13.- Se propone que el embargo precautorio ele l>ienl's del indi-­

ciado, como medida precautorid por parte tlel Ministerio -­
Público, se efectúe en toda su extensi611 ül momento de --­
ejercitar la acción penal. se1ialando desde IUPlJO bienes S_!! 

ficientes para garantizar la reparación del da~o. y de --­
esta forma activar lo preceptuddo en nuestro llerecl10 Vige~ 

te. (El Articulo 35 del Código Procesal Pen.11). 

14.- Se debe castigar con igual medida, la simul.Hld insolvencia 

del sentenciado, ya que de esta forma comete fraude tanto 
a Ja ley, como al particular ofendido, quien .il no ver sa­

tisfechas las demandas de reparación del d.ino, puede sen­

tir un vaclo de justicia. 
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